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I. Introducción 
Actualmente, nadie podrá negar que exista una crisis de legitimidad de los 
gobiernos y las administraciones, por diferentes motivos, lo cual propicia el 
aumento de la desconfianza en la democracia representativa y la consiguiente 
desafección política. Para algunos, parece ser que la clase política y los partidos se 
han convertido en parte del problema
1; como expuso Mosca en su momento, “que 
el diputado es elegido por la mayoría de los electores es un supuesto legal que, 
aunque forme parte de nuestro sistema de gobierno, aunque sea ciegamente 
aceptado por muchos, está sin embargo en perfecta contradicción con el hecho real. 
Quienquiera que haya asistido a unas elecciones sabe perfectamente que [...] son 
sus amigos quienes lo hacen elegir. En todo caso, una candidatura es siempre obra 
de un grupo de personas unidas por un propósito común, de una minoría organizada 
que, como siempre, fatal e inevitablemente se impone a la mayoría 
desorganizada”2. 
Por lo tanto, ante esta situación, el reto principal hoy en día será conseguir que 
nuestro actual sistema político recupere su legitimidad. Una posible forma de 
afrontar este problema sería incorporando a los propios ciudadanos en el proceso de 
toma de decisiones. Como señala BRUGUÉ, “será imprescindible que muestre 
[nuestro sistema político-administrativo] una renovada capacidad para afrontar los 
problemas de la ciudadanía y, simultáneamente, que se incorpore a los propios 
ciudadanos en el diseño y la implementación de estas soluciones”3. Sea como sea, 
una de las formas de recuperar la legitimidad pasa por mejorar la calidad de nuestra 
democracia, fomentando la participación ciudadana. 
Es en este último elemento, la participación ciudadana, en el que nos centraremos 
en el presente estudio, puesto que como veremos más adelante, algunas 
                                                             
1
  En el barómetro del CIS de diciembre de 2013, “los políticos en general, los partidos y la política” 
fueron considerados por los ciudadanos como el cuarto problema en España (26.1%), por detrás del 
paro (77%), la corrupción y el fraude (37.6%) y la crisis económica (29.7%). Asimismo, la situación 
política general en España fue considerada por un 81% de los encuestados como “mala” o “muy 
mala”. <http://datos.cis.es/pdf/Es3008mar_A.pdf> 
2
  MOSCA, G. La clase política. México DF: Fondo de Cultura Económica, 1984. Pág. 37. 
3
  BRUGUÉ, Q. “Regeneración democrática: un marco para desarrollar el gobierno abierto”, en 
Deliberación. Revista para la mejora de la calidad democrática, nº 3, octubre de 2013, págs. 21-37. 
ISSN 2172-3265. Pág. 24. 
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comunidades autónomas han empezado a tener mayor sensibilidad en esta materia, 
incorporando la participación de los ciudadanos en sus respectivos estatutos de 
autonomía (ya sea como derechos y principios, competencias e instituciones). Por 
lo tanto, nuestro objeto de estudio será la participación popular a nivel autonómico, 
tendiendo siempre en cuenta el actual modelo de democracia previsto por la 
Constitución española y delimitado por el Tribunal Constitucional. 
II.  Estado de la cuestión. Hipótesis 
Con la aprobación de los nuevos estatutos de autonomía, podemos decir se ha 
abierto una puerta a la participación popular a nivel autonómico, ya que los 
estatutos originarios sólo preveían, en términos generales, la institución del 
referéndum para la reforma de los estatutos, la iniciativa legislativa popular y la 
competencia en materia de consultas populares. Por otro lado, como observaremos, 
con los diferentes pronunciamientos del Tribunal Constitucional, se ha delimitado 
rigurosamente el derecho fundamental de participación política en los asuntos 
públicos (art. 23 CE). De esta manera, las instituciones de participación previstas 
por los estatutos quedan reducidas a manifestaciones de democracia participativa y, 
por lo tanto, fuera del contenido del derecho fundamental de participación. 
En estos los últimos años
4
, se han venido reformando algunos de los estatutos de 
autonomía. El común denominador que tienen estos estatutos de nueva generación 
es la mayor sensibilidad en relación con la participación ciudadana, ya que, entre 
otros elementos, todos ellos (excepto el Estatuto de Extremadura) contienen una 
Carta de derechos, entre los cuales se hallan los derechos de participación. Además, 
varias comunidades autónomas, tanto las que han reformado sus estatutos como las 
que no lo han hecho, han aprobado también diferentes normativas sobre 
participación. 
En las siguientes páginas no nos limitaremos sólo al derecho de participación 
política como tal, ya que como veremos más adelante, diferentes pronunciamientos 
del Tribunal Constitucional han delimitado más rigurosamente la participación 
                                                             
4
  Especialmente desde 2006, con la reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana. 
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política, reafirmando el modelo de democracia español: la democracia 
representativa complementada de forma muy residual con instituciones de 
democracia directa. Por lo tanto, podemos entrever ahora que la democracia 
participativa cobrará importancia relevante en la participación ciudadana a nivel 
autonómico. 
Por consiguiente, nuestro objetivo será observar la participación ciudadana (tanto la 
participación política, la democracia participativa y la participación social), a nivel 
autonómico, con la finalidad de poder responder a nuestra cuestión principal:  
Si de las previsiones estatutarias y posterior desarrollo normativo podemos 
concluir que exista un submodelo de forma de ejercicio de democracia 
particular a nivel autonómico (o en alguna comunidad autónoma en 
concreto), siempre dentro del modelo de democracia representativa 
establecido por la Constitución y los Estatutos de Autonomía. Es decir, si a 
nivel autonómico existe un modelo de democracia dentro del modelo estatal 
pero a la vez diferenciado del mismo, a partir del fomento de la democracia 
participativa y la democracia directa. 
En este sentido, nuestra hipótesis será la siguiente: que a nivel autonómico se 
reproduce el modelo de democracia estatal, por lo que no podemos afirmar que 
existe un modelo de democracia a nivel autonómico diferenciado del modelo 
estatal. Sin embargo, consideramos que el desarrollo normativo autonómico 
incidirá de forma notable en los diferentes mecanismos de democracia participativa; 
elemento que, no obstante, si diferenciará el modelo autonómico del estatal. 
III. Metodologia y Estructura 
Principalmente, el método que emplearemos será el método jurídico, pues es el que 
nos permitirá poder llevar a cabo la recopilación, clasificación y análisis de los 
estatutos de autonomía y las respectivas normativas autonómicas en materia de 
participación, así como la interpretación realizada por los tribunales de justicia y la 
doctrina científica. Además, señalamos que el análisis que realizaremos de las 
diferentes normas autonómicas será comparativo.   
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El trabajo será estructurado de la siguiente forma. En primer lugar, observaremos 
cual es el actual modelo estatal de democracia en España y las posibles vías 
existentes en materia de participación a desarrollar por parte de las comunidades 
autónomas. Esta aproximación la realizaremos a partir de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional. Seguidamente, pasaremos a la parte central del estudio, 
que a su vez dividiremos en dos apartados. El primero de ellos lo dedicaremos al 
análisis de los estatutos de autonomía de nueva generación
5
, pues son los que han 
incorporado disposiciones en materia de participación ciudadana (lo cual no implica 
no hagamos mención en momentos determinados de los estatutos no reformados). 
El objetivo del análisis será observar las diferencias o puntos en común de los 
estatutos en relación con la participación en derechos y principios, en instituciones 
y en competencias. Una vez hayamos realizado esta comparación, pasaremos al 
segundo apartado del análisis, cuyo objetivo será observar el desarrollo normativo
6
 
en materia de participación llevado a cabo, tanto por las CC.AA. cuyos estatutos 
han sido reformados, como las que mantienen el estatuto inicial. Este análisis 
también lo estructuraremos desde las tres perspectivas diferenciadas de la 
participación: la participación en su reflejo en derechos y principios, en 
instituciones y en competencias. Respecto a este análisis normativo, hay que 
señalar también que no sólo nos centraremos en el texto, sino que procuraremos ir 
más allá, observando el proceso seguido para su aprobación. 
 
 
 
 
 
                                                             
5
  Se trata de los estatutos de autonomía de las siguientes comunidades autónomas: Comunidad 
Valenciana, Cataluña, Andalucía, Aragón, Islas Baleares, Castilla y León  y Extremadura.  
6
  Las normativas que analizaremos serán las siguientes: la Ley 11/2008 (de la Comunidad Valenciana), 
la Ley 5/2010 (de Canarias), la Ley 2/2010 (de Castilla y León), la Ley 4/2011 (de las Islas Baleares), 
la Ley 11/2012 (de Navarra) y la Ley 4/2013(Extremadura). También haremos referencia, aunque aún 
no haya sido aprobada, a la “Proposición de Ley de Consultas populares no referendarias de 
Cataluña”, puesto que incorpora instrumentos participativos novedosos en comparación con las 
demás normativas. 
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IV. Marco constitucional: modelo de democracia en España 
España, a pesar de considerarse un Estado descentralizado, observaremos que se 
diferencia de Estados federales pues en él no se cumple, como sí sucede en USA o 
Suiza, la afirmación de que democracia directa y federalismo se hallan unidos. Hay 
que tener en cuenta, como señala CASTELLÀ, que “en los principales estados 
federales, las figuras participativas acostumbran a tener un mayor protagonismo en 
las esferas de gobierno subnacionales”7. En España, el modelo principal es la 
democracia representativa, pero a diferencia de otros estados descentralizados, la 
democracia directa es una excepción. Alguno de los motivos que pudo favorecer el 
decantarse por el modelo de democracia representativa, sería, como señala TORRES 
DEL MORAL, que el constituyente “se vio muy inclinado a potenciar el Parlamento y 
los partidos y creyó que lo conseguiría mejor menguando la participación directa”8. 
El mismo autor consideró también que con el artículo 149.1.32 de la Constitución –
competencia exclusiva del Estado la autorización para la convocatoria de consultas 
por vía de referéndum–, se dejaba la puerta abierta al legislador estatuyente. Fuere 
como fuere, lo importante será conocer qué se entiende por modelo de democracia 
representativa y qué opciones encuentran en él las comunidades autónomas. 
Antes de proceder, debemos señalar que dejaremos al margen aquellos preceptos en 
los que la Constitución prevé la intervención de los ciudadanos para defender 
derechos e intereses propios, para centrarnos en la participación ciudadana en los 
asuntos públicos (aquellos que afectan a toda la colectividad).  
A) La democracia representativa y la democracia directa 
“España se constituye en un Estado social y democrático de derecho" (art. 1.1 CE), 
por lo que la participación de los ciudadanos es indispensable en un Estado 
democrático. El mismo precepto, en su apartado segundo, señala que la soberanía 
                                                             
7
  CASTELLÀ, J.M. “Las consultas populares en la sentencia 31/2010 sobre el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña”, en ÁLVAREZ, E.; ROSADO, C.; SANJUÁN, F.J. Estudios sobre la Sentencia 31/2010, de 28 de 
junio, del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Madrid: Universidad 
Rey Juan Carlos, Instituto de Derecho Público, 2011, pág. 203. 
8
  TORRES DEL MORAL, A. “La participación política a través de las instituciones de democracia directa”, 
en AAVV. La participación, Anuari de la Facultat de Dret, Barcelona: Estudi General de Lleida, 
PPU, 1985, pág. 28. 
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nacional reside en el pueblo español. Por lo tanto, una cuestión que nos planteamos 
es si esta necesidad incondicional para la democracia de la participación popular 
sólo se limita a aquellos en los que reside la soberanía popular. Hay que observar, 
entonces, qué establece el precepto relativo al derecho de participación ciudadana: 
“los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por 
sufragio universal” (art. 23.1 CE) [cursiva añadida].  
Aparentemente, podríamos considerar que la Constitución previó por igual la 
participación a través de representantes y la participación directa. Sin embargo, 
interpretando sistemáticamente la Carta Magna, identificamos que la democracia 
representativa constituye el pilar fundamental sobre el cual se erige la democracia 
constitucional española. Esto lo observamos también en la voluntad del 
constituyente. Por un lado, los partidos políticos –sujetos protagonistas en una 
democracia representativa– fueron nombrados y reconocidos como el “instrumento 
fundamental para la participación política» (art. 6 de la CE). Además, también 
hallamos escasas referencias en el texto constitucional a mecanismos de democracia 
directa
9
.  
Por otro lado, el Tribunal Constitucional, en su jurisprudencia, confirma lo 
anteriormente observado: que la “participación política, es decir, la “manifestación 
de la soberanía popular” se ejerce normalmente “a través de representantes y que, 
excepcionalmente, puede ser directamente ejercida por el pueblo” (STC 119/1995, 
FJ 3). Asimismo, anteriormente el Alto Tribunal ya había hecho hincapié en que el 
derecho de participación política “se encarna […] en el sistema democrático de un 
Estado social y democrático de derecho, que consagra el artículo 1º, y es la forma 
                                                             
9
  En este sentido, es interesante observar la Enmienda núm. 736, realizada al artículo 23.1 del 
Anteproyecto de Constitución, presentada por Unión de Centro Democrático (cuyo portavoz fue José 
Miguel Orti Bordas). En ella, UCD pretendía que se hiciera mención expresa del referéndum para 
referirse a la participación directa, por lo que el precepto consideraban debía quedar de la siguiente 
forma: “Todos los ciudadanos mayores de edad tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, 
directamente a través del referéndum o por medio de representantes, libremente elegidos en 
elecciones periódicas por sufragio universal” [cursiva añadida]. A pesar de que la enmienda no fue 
aprobada, es un indicador de que en aquel momento eran pocos los mecanismos de democracia directa 
que se preveían o, al menos, que se pretendían establecer; el referéndum es, sin duda, el instrumento 
de democracia directa por excelencia. «Boletín Oficial de las Cortes», numero 4-l; de fecha 5 de enero 
de 1978. 
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de ejercitar la soberanía que el mismo precepto consagra que reside en el pueblo 
español” (STC 51/1984, de 25 de abril, FJ 2). Con estos dos pronunciamientos 
obtenemos respuesta a dos cuestiones esenciales. En primer lugar, la participación 
política directa es, como intuíamos en un inicio, necesaria en un Estado 
democrático como el nuestro, siempre y cuando sea entendida como la 
manifestación de la soberanía popular. En segundo lugar, esta participación 
política es necesaria, pero no substitutiva
10
, de la democracia representativa.  
Aún así, hacer un inciso interesante en relación con la primera cuestión. PÉREZ 
ALBERDI se cuestiona que, si participación política es la forma de ejercitar la 
soberanía, entonces “las elecciones de las Asambleas legislativas de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales”11 serían una forma 
también “de ejercicio de la soberanía popular por parte del pueblo español”. A su 
juicio, las únicas elecciones donde se ejercita la soberanía son las elecciones 
generales, ya que en las autonómicas y locales sólo participan parte del pueblo 
español –titular de la soberanía–. El fundamento de la participación política se 
encontraría en el principio democrático (art. 1.1 CE) y no tanto en el artículo 1.2 
CE, puesto que el primer apartado es “un principio de legitimación del poder que 
debe predicarse no únicamente del Estado, sino además de todos los demás poderes 
públicos de distribución vertical o territorial del poder”12. Sin embargo, debemos 
realizar alguna objeción recordando la diferencia entre poder constituyente y poder 
constituido. Por un lado, “el poder constituyente impulsa el surgimiento del Estado 
[…] debe determinar sin embargo el nacimiento mismo del Estado y del Derecho y 
debe, a la vez, quedar encuadrado –constituido– en la propia Constitución al 
                                                             
10
  Consideramos interesante poner de relieve alguna de las intervenciones llevadas a cabo en el debate 
suscitado en la Comisión de asuntos constitucionales y libertades públicas alrededor del Anteproyecto 
de Constitución. En este sentido, Roca Junyent (del Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana), en 
relación con la consagración por parte de la Constitución de la soberanía popular, señala que “la 
sustitución de unas prácticas restrictivas de la libertad deberá alcanzarse –recordémoslo y tengámoslo 
bien presente– por vías generosas de participación democrática que redescubran al pueblo el valor de 
la democracia y sus formas. Ello no sustituye –y lo decimos para aquellos que en este sentido puedan 
poner interrogante– ni debe empequeñecer el papel del Parlamento, del que emana la dirección de la 
vida política del país…” [cursiva añadida]. Podemos entrever que con las expresiones “vías generosas 
de participación” y “la democracia y sus formas” se estaba haciendo referencia a formas de 
participación diferentes a la democracia representativa, es decir, a formas de participación directa. Ver 
Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Núm. 59, de 5 de mayo de 1978. 
11  PÉREZ ALBERDI, M. R. El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Madrid: 
Congreso de los Diputados, 2013, Serie Monografías, núm. 95. Pág. 32. 
12  Ibídem, pág. 35. 
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establecerse la definición del principio de soberanía”13. Es en este momento en el 
que actúa el pueblo, titular de la soberanía. En cambio, una vez aprobada la 
Constitución, el poder soberano se retira, dejando paso al poder constituido, que se 
encuentra limitado y determinado por la regla que define sus competencias y 
establece sus límites: la Constitución. Por ello, consideramos que este poder 
constituido se manifiesta no sólo en las elecciones generales, sino también en las 
demás asambleas legislativas a nivel autonómico, por lo que no se trata de una 
fragmentación de la soberanía popular. 
Por lo tanto, concluimos, como vuelve a confirmar el Alto Tribunal en la STC 
103/2008, que el modelo español se basa en una democracia representativa como 
norma general, complementada y reforzada por instrumentos de democracia directa 
previstos de forma expresa en la Constitución. Seguidamente, observemos cuáles 
son los mecanismos de democracia directa contenidos en el texto constitucional. 
Instrumentos de democracia directa 
En varias ocasiones, el Alto Tribunal ha manifestado cuales son los instrumentos de 
democracia directa posibles en el modelo de democracia español: “las consultas 
populares previstas en la Constitución (artículos 92, 149.1.32, 151.1, 152.2, 167.3 y 
168.3)
14
; la iniciativa legislativa popular
15
 (art. 87.3 CE); y el concejo abierto 
(artículo 140 CE). Según el Tribunal, estos instrumentos son aquellos “supuestos en 
los que la toma de decisiones políticas se realiza mediante una llamada directa al 
titular de la soberanía” (STC 119/1995, FJ 3). Se trata, pues, de mecanismos que 
“permiten una intervención del titular de la soberanía en el ejercicio del poder 
legislativo (iniciativa legislativa popular: art. 87.3 de la CE) o ejecutivo 
(referéndum consultivo: art. 92 de la CE) con un carácter marcadamente 
restringido”16. 
                                                             
13
  PORRAS, A. “Notas sobre la Teoría del poder constituyente y la experiencia española”, en Revista de 
Estudios Políticos (Nueva Época), nº 24, noviembre-diciembre 1981. Pág. 176. 
14
  En la STC 63/1987 y ATC 399/1990, el Tribunal Constitucional identifica las consultas populares con 
las diferentes modalidades de referéndum.  
15
  Según la STC 76/1994 y ATC 570/1989. 
16  EXPÓSITO, E. “Participación ciudadana en el gobierno local. Un análisis desde la perspectiva 
normativa”, en Revista Aragonesa de Administración Pública, Monográfico XIV, 2013, págs. 361-
401. Pág. 366. 
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Aún así, el mismo TC ha reconocido la posibilidad de ampliar los instrumentos de 
participación directa mediante la ley: “aunque se admitiera que la ley puede ampliar 
los casos de participación directa, los supuestos deberían de ser, en todo caso, 
excepcionales” (STC 119/1995, FJ 3). Como bien señala CASTELLÀ17, el Tribunal 
parece dejar una puerta abierta a otros posibles supuestos de democracia 
semidirecta, por lo que en este sentido es donde tendrían lugar otras formas de 
participación, como sería la participación en los procedimientos legislativos (arts. 
113 EAAnd y 15.2 EAAr) o la participación ciudadana en la proposición del 
ejercicio de iniciativa de reforma del EAC (art. 222.1.a). 
Veamos seguidamente los mecanismos de participación política previstos 
expresamente en la Constitución española. 
1. El referéndum  
Observamos que la Constitución prevé tres modalidades de referéndum: el 
referéndum de reforma constitucional (arts. 167 y 168 CE), el referéndum 
consultivo para decisiones políticas de especial trascendencia (art. 92 CE) y los 
referéndums de iniciativa autonómica y para la ratificación de reforma de los 
Estatutos de Autonomía (arts. 151 y 152 CE)
18
. En este sentido, el Alto 
Tribunal, en la STC 199/1995 (FJ 3), identificaba los referéndums previstos en 
la Constitución (arts. 92, 149.1.32, 151, 152, 167 y 168 de la CE), la iniciativa 
legislativa popular (art. 87.3 de la CE) y el Concejo Abierto del artículo 140 de 
la CE para el ámbito local, “como los únicos instrumentos a través de los 
cuales puede satisfacerse el derecho de participación directa que ampara el 
artículo 23.1 de la CE”. Observemos más detenidamente qué contemplan los 
diferentes preceptos constitucionales relativos al referéndum. 
1.1.  Referéndum de reforma constitucional 
                                                             
17
  CASTELLÀ, J.M. “Estatutos reformados y participación ciudadana: de la ampliación de contenidos a 
las restricciones del Tribunal Constitucional”, en Constitución y democracia: ayer y hoy: libro 
homenaje a Antonio Torres del Moral. Universitas, vol. 3, 2012,  págs. 3609-3628. Pág. 3618.  
18
  Hay que señalar que la Constitución también prevé el referéndum para la incorporación de Navarra a 
la Comunidad Autónoma del País Vasco, en la Disposición Transitoria 4ª. 
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La Carta Magna establece dos procedimientos para que ésta pueda ser 
reformada. El primero de ellos, relativo a la reforma ordinaria de la 
Constitución, prevé un referéndum de carácter facultativo: ”aprobada la 
reforma […] será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo 
soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima 
parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras” (art. 167.3 CE).  
En segundo lugar, el texto constitucional prevé, en el procedimiento 
extraordinario de reforma constitucional, un referéndum con carácter 
obligatorio: “aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a 
referéndum para su ratificación” (art. 168.3 CE). 
1.2. Referéndum consultivo 
Esta modalidad de referéndum la observamos en el artículo 92 de la CE, que 
según señala PÉREZ ALBERDI, es una modalidad “excepcional en los textos 
constitucionales de Derecho comparado”19. En primer lugar, hay que resaltar su 
carácter facultativo, puesto que, como indica el primer apartado del precepto 
constitucional, el objeto del referéndum –las decisiones políticas de especial 
trascendencia– “podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los 
ciudadanos” [cursiva añadida]. Por otro lado, en relación con el objeto, nos 
encontramos ante un concepto jurídico indeterminado: decisiones políticas de 
especial trascendencia
20
. 
En segundo lugar, el artículo 92 de la CE, en su apartado segundo, establece 
que la convocatoria la realizará el Rey, “mediante propuesta del Presidente del 
Gobierno, previamente autorizada por el Congreso de los Diputados”. Por lo 
tanto, la iniciativa únicamente pertenece al Presidente del Gobierno, pero la 
consulta deberá ser avalada con la autorización del Congreso. 
En último lugar, veamos cuales son los efectos jurídicos de esta modalidad de 
referéndum. A pesar de ser un asunto que sigue levantando controversias, pues 
hay quienes defienden su carácter vinculante, como hemos observado 
                                                             
19
  PÉREZ ALBERDI, M. R, El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Cit., pág. 255. 
20
  Tampoco la LOMR (art. 6) presta atención en la concreción del objeto, ni tampoco de los efectos del 
resultado de un referéndum de esta modalidad. 
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anteriormente, es la misma Constitución quien pone de manifiesto de forma 
clara el carácter consultivo del mismo. Por lo tanto, el resultado de esta 
modalidad de referéndum (consultivo), no tendrá efectos jurídicos, sino efectos 
políticos. 
1.3. Referéndum en el proceso autonómico 
No nos centraremos en el referéndum de iniciativa autonómica (tampoco en el 
referéndum de aprobación de los Estatutos de Autonomía), puesto que a día de 
hoy ya no es objeto de aplicación al haber concluido el proceso de distribución 
territorial del poder.  
Respecto al referéndum de modificación o reforma estatutaria, que si se 
encuentra vigente a día de hoy, el artículo 152.2 de la CE prevé lo siguiente: 
“una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente 
podrán ser modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y 
con referéndum entre los electores inscritos en los censos correspondientes”21. 
En este sentido, debemos recordar la diferencia existente entre las comunidades 
autónomas de primer grado (País Vasco, Galicia, Cataluña y también 
Andalucía) y las comunidades autónomas ordinarias (art. 147.3 CE). A las 
primeras, en materia de referéndum, les es de aplicación el artículo 152, 
anteriormente observado, por lo que para ellas sí que será obligatorio el 
referéndum para la reforma de los estatutos. Por lo tanto, en nuestro análisis 
comparativo posterior observaremos estas diferencias. Como podemos 
anticipar, la diferencia principal será el carácter obligatorio o facultativo del 
referéndum de reforma en función de la tipología de comunidad autónoma.  
Observadas las diferentes modalidades de referéndum que contempla la 
Constitución, nos surgen dos cuestiones. Por un lado, si son posibles otras 
modalidades referendarias aunque no consten en el texto constitucional, como 
sería el caso del referéndum autonómico. Y, por otro lado, si son posibles otras 
consultas populares diferentes al referéndum como tal, ya que cuando la 
Constitución hace referencia al instrumento de consultas populares, sólo se 
                                                             
21
  Este precepto sólo se refiere a los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo 
151 de la CE. 
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refiere a las diferentes modalidades de referéndum. Para poder dar respuesta a 
estas dos cuestiones es necesario que observemos la definición constitucional 
del referéndum y sus respectivas diferencias respecto al concepto genérico de 
consultas populares. 
¿Qué es un referéndum? 
La primera vez que el Tribunal Constitucional se planteó esta misma cuestión 
fue con relación a la Ley vasca 9/2008
22
, relativa al derecho a decidir de los 
vascos. Observamos que en el preámbulo de la ley vasca se señalaban dos 
argumentos para sustentar la afirmación de que la consulta planteada no 
implicaba la realización de un referéndum. Estos argumentos eran los 
siguientes: la consulta no constituye una de las modalidades de referéndum 
previstas en la Constitución y la consulta no tiene carácter vinculante desde el 
punto de vista jurídico
23
.  
En este sentido, el Alto Tribunal afirma de forma rotunda que será referéndum 
todo instrumento de participación que pretenda una manifestación directa de la 
voluntad del cuerpo electoral, “conformado y exteriorizado a través de un 
procedimiento electoral, esto es, basado en el censo, gestionado por la 
Administración electoral y asegurado con garantías jurisdiccionales 
específicas, siempre en relación con los asuntos públicos cuya gestión, directa 
o indirecta, mediante el ejercicio del poder político por parte de los ciudadanos 
constituye el ejercicio del derecho fundamental reconocido por la Constitución 
en el artículo 23” (STC 103/2008, FJ 2). Además, respecto al argumento del 
carácter no vinculante, la sentencia afirma también que “la circunstancia de que 
no sea jurídicamente vinculante resulta (…) irrelevante, pues es obvio que el 
referéndum no se define frente a otras consultas populares por el carácter 
vinculante de su resultado” (STC 103/2008, FJ 3). De hecho, como hemos visto 
                                                             
22
  Ley 9/2008, de 27 de junio, de convocatoria y regulación de una consulta popular al objeto de recabar 
la opinión ciudadana en la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre la apertura de un proceso de 
negociación para alcanzar la paz y la normalización política. 
23
  Aunque el preámbulo sí habla de una “plena validez política y social para abordar e impulsar el fin 
definitivo de la violencia…”. 
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anteriormente, el referéndum previsto en el artículo 92 de la CE no tiene 
carácter jurídico vinculante. 
Asimismo, el Tribunal Constitucional señala que el referéndum es un tipo 
concreto de consulta popular, que se diferencia de las demás consultas por 
cumplir diferentes requisitos imprescindibles. En primer lugar, debemos 
detenernos en el sujeto. Como en todo mecanismo de participación política, el 
sujeto es el cuerpo electoral. Seguidamente, el objeto del mismo debe ser una 
cuestión de naturaleza política. En tercer lugar, vemos que el procedimiento 
debe ser de tipo electoral: basado en el censo, bajo la gestión de la 
Administración electoral y con las garantías jurisdiccionales específicas (SSTC 
103/2008, FJ 2 y 31/2010, FJ 69). Por lo tanto, estaremos ante un referéndum 
cuando se cumplen los tres elementos observados. 
Observada la definición constitucional del mecanismo de participación política 
del referéndum, demos un paso adelante, para dar respuesta a una de nuestras 
cuestiones planteadas: ¿es posible el referéndum autonómico? 
El referéndum autonómico 
Como observaremos en nuestro posterior análisis comparativo de los Estatutos 
de Autonomía, prácticamente todos los textos estatutarios recogen la 
competencia sobre consultas populares. Ahora, lo que nos atañe es conocer si 
los Estatutos pueden prever el referéndum autonómico. 
El Tribunal Constitucional señaló en la STC 103/2008 que el Estatuto de 
Autonomía del País Vasco carecía de título competencial que sustentase la ley 
de la consulta del derecho a decidir de los vascos. Es decir, no contemplaba 
ninguna competencia en relación con la figura del referéndum. El mismo TC 
afirmó en dicha sentencia que “sólo se pueden convocar y celebrar los 
referéndums que expresamente estén previstos en las normas del Estado, 
incluidos los Estatutos de Autonomía, de conformidad con la Constitución” 
(STC 103/2008, FJ 3).  
Por otro lado, el único título competencial reservado al Estado sobre consultas 
populares por vía de referéndum es el del artículo 149.1.32, relativo a la 
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autorización de la convocatoria. En sentido, como considera MARTÍN, “parece 
jurídicamente factible que las Comunidades Autónomas incluyan entre sus 
competencias la materia de consultas populares por vía referéndum salvando, 
en todo caso, la competencia exclusiva del Estado para su autorización”24. Por 
lo tanto, como señala LÓPEZ BASAGUREN, “nada impide en la Constitución la 
incorporación de supuestos de referéndum que, aún no estando expresamente 
previstos en la Constitución para las Comunidades Autónomas, se establezcan 
en el correspondiente Estatuto de Autonomía”25. 
Pero con la posterior sentencia relativa al Estatuto de Autonomía de Catalunya, 
la STC 31/2010, se cierra “toda posibilidad de que las Comunidades 
Autónomas puedan asumir la competencia sobre consultas populares por vía de 
referéndum a través de sus Estatutos”26. Respecto al artículo 122 EAC (que 
observaremos con mayor detenimiento en el análisis comparado de los 
estatutos), el Alto Tribunal señala que la competencia exclusiva del Estado 
establecida en el artículo 149.1.32 CE no sólo se refiere a la autorización del 
referéndum, sino también a la institución del “referéndum en su integridad” 
(STC 31/2010, FJ 69). Por lo tanto, de esta forma se excluye el referéndum de 
la competencia exclusiva de consultas populares, quedando el artículo 122 
EAC reducido a figuras propias de la democracia participativa. 
Paralelamente, el Tribunal también se refiere, en la STC 103/2008, a que la 
Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas 
modalidades de referéndum, es la “llamada por el art. 92.3 CE para regular las 
condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum de 
previstas en la Constitución”. Continua afirmando que la LO 2/1980 es “la 
única ley constitucionalmente adecuada para el cumplimiento de otra reserva, 
añadida a la competencia del art. 149.1.32: la genérica del art. 81 CE para el 
desarrollo de los derechos fundamentales, en este caso el derecho de 
                                                             
24
  MARTÍN, E. “El referéndum y las consultas populares en las comunidades autónomas y municipios”, 
en Revista Vasca de Administración Pública (RVAP), nº 94, septiembre-diciembre 2012, págs. 95-
131. Pág.  110. 
25
  LÓPEZ BASAGUREN, A. “Sobre referéndum y comunidades autónomas. La ley vasca de la “consulta” 
ante el Tribunal Constitucional (Consideraciones con motivo de la STC 103/2008)”, en Revista 
d’Estudis Autonòmics i Federals, nº 9, págs. 202-240. Pág. 233. 
26  PÉREZ ALBERDI, M. R, El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Cit., pág. 271. 
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participación política reconocido en el art. 23 CE” (STC 103/2008, FJ 3) 
[cursiva añadida]. Encontramos en esta argumentación del Tribunal, por lo 
tanto, tres límites constitucionales: la competencia estatal de la autorización del 
referéndum, las reservas de Ley Orgánica para las modalidades de referéndum 
y del desarrollo de los derechos fundamentales. 
Sin embargo, sabemos que una ley orgánica de desarrollo de un derecho 
fundamental no agota la legislación sobre la materia en cuestión, pues las 
comunidades autónomas pueden aprobar sus leyes de desarrollo respetando 
siempre la base competencial
27
. De hecho, como bien nos recuerda MARTÍN, la 
propia LOREG, “en la medida en que determina los requisitos para poder 
ejercer el derecho de sufragio activo, y éste a su vez, es el elemento que 
determina la condición de sujeto que puede votar en el referéndum, es una 
norma que incide y desarrolla el derecho de participación directa”28. Por lo 
tanto, a diferencia de lo afirmado por el TC, observamos que no sólo la 
LORMR desarrolla el derecho fundamental de participación política, sino 
también la LOREG. El alcance del artículo 81 de la CE no es el de actuar como 
título competencial, por ese motivo en principio no se pueden excluir las 
intervenciones autonómicas en los ámbitos regulados. Esto es lo que sucede 
con la iniciativa legislativa popular
29
: tiene desarrollo orgánico como 
institución de participación que es, pero a su vez, tiene desarrollo legislativo 
autonómico. 
Por lo tanto, podemos concluir que, con la STC 31/2010, para que se pueda 
desarrollar el referéndum autonómico no sólo se requiere que exista un título 
competencial estatutario relativo al referéndum, sino que además la LORMR 
regule esta nueva modalidad de referéndum, lo que significa “determinar su 
régimen jurídico, puesto que es la norma reservada constitucionalmente para 
                                                             
27
  Como sería el caso de la LOREG, ley orgánica que no excluye que las comunidades autónomas 
puedan aprobar sus respectivas leyes electorales. 
28  MARTÍN, E. “El referéndum y las consultas populares en las comunidades autónomas y municipios”. 
Cit. Pág.  111. 
29
  Regulada en la LO 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la iniciativa legislativa popular, reformada 
por la LO 4/2006, de 26 de mayo. 
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ello”30. En este sentido, remarcar que, en el primer caso, bastaría con la simple 
mención del referéndum; en lo relativo a ley orgánica, ésta debería regular la 
institución. Por otro lado, como indica CASTELLÀ, las posibles vías de 
actuación política serían incorporar una disposición adicional a la LO 2/1980 
que excluyese la aplicación de esta ley a los referéndums autonómicos
31
 o 
incorporar a la LO 2/1980 algún artículo relativo a los referéndums 
autonómicos. 
Antes de finalizar esta aproximación al marco constitucional actual en materia 
de participación política, de forma concreta, en lo que respecta a la figura del  
referéndum autonómico, consideramos necesario poner de relieve la conclusión 
realizada por CASTELLÀ referente al dictamen del Consejo de Estado de 2010
32
. 
Según el Consejo de Estado, las consultas populares municipales no pueden ser 
consideradas como referéndum. Ante esta afirmación, EXPÓSITO
33
 considera 
que aparece un tertium genus: una institución que se encuentra entremedio de 
las consultas populares (asociadas a manifestaciones de democracia 
participativa) y el referéndum (institución de democracia directa), que sería la 
consulta popular municipal. De este modo, “se está abriendo la puerta a que a 
nivel autonómico también se pueda crear un tipo de consulta popular más 
flexible que el referéndum, puesto que no contendría todos los elementos 
necesarios […] y al mismo tiempo diferente de las instituciones de democracia 
participativa previstas literalmente en los propios estatutos”34. 
Una vez hemos observado que no hay cabida, a día de hoy, para el referéndum 
autonómico (salvo que lo introdujera la correspondiente ley orgánica), nos 
quedará dar respuesta a la posibilidad de que existan otros tipos de consultas 
                                                             
30
  CASTELLÀ, J.M. “Las consultas populares en la sentencia 31/2010 sobre el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña”. Cit, pág. 221. 
31
  Esta vía fue la propuesta por el grupo de expertos nombrado por el President de la Generalitat de 
Catalunya. Ver Informe sobre la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el EAC, pág. 29. 
Disponible en: <http://www.gencat.cat/eapc/revistes/RCDP/Especial_STC_Estatut/pdfs/4_b_6_ 
 Informe_STC%20_EAC.pdf>. 
32
  Consejo de Estado, dictamen de la Comisión Permanente, núm. de referencia 1618/2010, de 16 de 
septiembre de 2010. 
33
  EXPÓSITO, E. “Participación ciudadana en el gobierno local. Un análisis desde la perspectiva 
normativa”. Cit, pág. 365. 
34
  CASTELLÀ, J.M. “Las consultas populares en la sentencia 31/2010 sobre el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña”. Cit, pág. 229. 
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populares diferentes al referéndum, a pesar de que no estén contempladas en la 
Constitución. 
Las otras consultas populares 
Acabamos de observar una tipología concreta de consulta popular, el 
referéndum, el cual es el único contemplado en el texto constitucional español. 
Pero para poder proceder con el análisis de los estatutos, es necesario conocer 
si tienen cabida constitucional otros tipos de consultas populares, puesto que, 
como veremos, éstas están previstas en la mayoría de los estatutos. 
Observamos que el Tribunal Constitucional, ya en la STC 51/1984, avanzaba 
que el derecho fundamental del artículo 23 de la CE no abarca “el derecho de 
los ciudadanos a participar en todos los asuntos públicos, cualquiera que sea su 
índole y su condición” (FJ 2). Por lo tanto, vemos que el Constitucional prevé 
la existencia de otras formas de participación en los asuntos públicos, pero que 
quedarían fuera del contenido del artículo 23 de la CE. Posteriormente, con la 
STC 119/1995, el Alto Tribunal acota de forma restrictiva la democracia 
directa, reduciéndola a aquellos instrumentos enumerados en la Constitución. 
En la misma sentencia señala que “cualesquiera otros títulos de participación 
que, configurados como derechos subjetivos o de otro modo, puedan crearse en 
el ordenamiento […], pues no todo derecho de participación es un derecho 
fundamental” (FJ3). Por lo tanto, debemos afirmar que sí tienen cabida 
constitucional otras formas de participación, también a nivel de consultas 
populares, pero quedando al margen del contenido del derecho fundamental a 
la participación política.  
Esta otra tipología de consultas populares las observaremos próximamente
35
, 
cuando analicemos la democracia participativa, puesto que, al quedar al 
margen de la participación política directa, éstas pasan a formar parte de la 
democracia participativa. 
2. El Concejo Abierto 
                                                             
35
  Se pueden observar en el apartado B) La democracia participativa, pág. 20. 
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Nos encontramos ante el mecanismo de verdadera democracia directa, puesto 
que se substituye la democracia representativa por el autogobierno de la 
comunidad política (a nivel local) sin que exista la intermediación de los 
representantes. Aún así, la Constitución (art. 140) sólo se limita a garantizar su 
reconocimiento y regulación por parte del legislador.  
No haremos más referencia a este mecanismo de democracia directa, ya que el 
régimen de Concejo Abierto sólo opera a nivel local, mientras que el objeto de 
nuestro análisis se centra en la participación ciudadana a nivel autonómico. 
3. La Iniciativa Legislativa Popular 
A través de esta institución de democracia directa o, como señala PÉREZ 
ALBERDI
36
, deberíamos referirnos a ella más técnicamente como semidirecta, 
contemplada en el artículo 87.3 de la CE, “una porción del cuerpo electoral tiene 
la facultad de presentar una proposición de ley ante el órgano no legislativo para 
que éste proceda a su tramitación”37.  
Podemos observar ya que el precepto constitucional sólo prevé la participación 
de los ciudadanos en el momento de formular las propuestas de leyes, es decir, 
en la primera fase del procedimiento legislativo. Por lo tanto, no se trata de un 
derecho de imponer a la Asamblea legislativa un texto normativo determinado; 
se trata de presentar una proposición de ley que, acto seguido, será el Pleno del 
Congreso quien determine si acoge o rechaza su tramitación (toma n 
consideración).  
Por otro lado, en relación con el contenido de las proposiciones de ley, la 
Constitución señala aquellas materias las cuales no podrán ser objeto de la 
iniciativa legislativa popular: aquellas propias de ley orgánica, tributarias o de 
carácter internacional, la prerrogativa de gracia y la reforma constitucional (arts. 
87.3 y 166 CE).  
La iniciativa legislativa popular ha sido desarrollada legislativamente en la 
LOILP. Asimismo, debemos avanzar que, a diferencia de la institución del 
                                                             
36
  PÉREZ ALBERDI, M. R, El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Cit., pág. 312. 
37
  Ibídem, pág. 305. 
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referéndum, las comunidades autónomas mayoritariamente prevén la ILP en sus 
estatutos y han aprobado respectivas normas reguladores también de este 
mecanismo de democracia semidirecta a nivel autonómico. Por lo tanto, tenemos 
que cuestionarnos si el artículo 87 de la CE –regulador de la iniciativa legislativa 
popular–, se refiere a las ILP a nivel estatal o también a nivel general (por lo que 
quedarían incluidas las Comunidades Autónomas). En primer lugar, podemos 
ver que la regulación autonómica, en algún aspecto, se diferencia de la estatal 
(art. 87 CE) como, por ejemplo, respecto al número de firmas mínimo o también 
a los titulares que, en el caso catalán, son todas aquellas “personas que no están 
privadas de los derechos políticos [y que] son mayores de dieciséis años” (art. 2, 
Ley 1/2006).  
No obstante, por otro lado, observamos que cuando los diferentes Estatutos de 
Autonomía (tanto los de última generación como los originarios) regulan esta 
institución, parte de ellos aluden al artículo 87 de la CE y a su correspondiente 
Ley orgánica
38
. Es decir, son los mismos Estatutos los que se incorporan bajo el 
artículo 87 CE. Además, también encontramos algún Estatuto (EACyL, art. 25.2, 
y el del EAE, art. 23.4) en el que se especifica que la ILP se ejercerá en aquellas 
materias que sean competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma. Por lo 
cual, bajo nuestro punto de vista, habiendo tenido en cuenta las previsiones 
estatutarias, consideramos que en el artículo 87 de la CE también debemos 
incorporar las ILP autonómicas. 
B) La democracia participativa 
Observando los diferentes elementos y contenido de la democracia directa, 
hemos visto que el Tribunal Constitucional acota claramente qué es 
participación política. Sin embargo, ahora debemos responder qué sucede con 
todo aquello dejado al margen de este derecho fundamental (como es el caso de 
las consultas populares no referendarias). 
                                                             
38
  Las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos hacen referencia al artículo 87 CE y al desarrollo 
orgánico del mismo son las siguientes: Castilla y León (art. 25.2), Andalucía (art. 11.2), Castilla la 
Mancha (art. 12.1), Galicia (art. 13.1), Navarra (art. 19.2) y el País Vasco (art. 27.4). 
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Por lo tanto, observamos que la participación ciudadana en los asuntos públicos 
se distinguen en dos categorías diferencias. La primera, que acabamos de 
analizar, relativa al derecho fundamental de participación política (art. 23 CE), 
conocida como democracia directa (como es, por ejemplo, la institución de la 
iniciativa legislativa popular
39
 o también, a nivel administrativo, los 
instrumentos que encontramos en el artículo 105 de la CE: la audiencia 
ciudadana, el acceso los archivos y registros administrativos y la audiencia del 
interesado).  
La segunda categoría, relativa a todas las formas de participación no amparadas 
en el artículo 23 de la CE, se la ha denominado democracia participativa. 
Podríamos decir, como indica CASTELLÀ, que estamos ante un concepto 
aglutinador que “permite agrupar, en una visión unitaria, diversas modalidades 
participativas previstas en el ordenamiento constitucional español”40. Con esta 
afirmación, el autor se refiere al precepto 9.2 de la CE, puesto que la democracia 
participativa, a pesar de quedar al margen del derecho fundamental de 
participación política, tiene como fundamento constitucional el artículo 9.2 de la 
CE, el cual establece un mandato a los poderes públicos para que estos faciliten 
“la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, social y 
cultural”.  
Sin embargo, como avanzábamos, este precepto constitucional no debemos 
considerarlo sólo como mandato a los poderes públicos, sino que a la vez nos 
encontramos, como señala EXPÓSITO, ante una “cláusula legitimadora que ofrece 
cobertura constitucional a cualesquiera otras manifestaciones del fenómeno 
participativo que, no habiéndose contemplado expresamente en su articulado, 
                                                             
39
  Los Estatutos de Autonomía que incorporan este instrumento de democracia directa son el de Asturias 
(art. 31.1), Canarias (art. 12.5), Cantabria (art.15.1), Castilla la Mancha (art. 12.1), Comunidad de 
Madrid (art. 15.2), Galicia (art. 13.1), La Rioja (art. 20), Navarra (art. 19.2), País Vasco (art. 27.4) y 
Murcia (art. 30.1). También los de última generación la prevén: EAC (art. 29.3), el EAAnd (art. 30 b), 
el EAIB (art. 15 b), el EAAr (art. 15.2) y el EACyL (art. 11.4). 
40
  CASTELLÀ, J.M. Derechos constitucionales de participación política en la Administración pública 
(Un estudio del artículo 105 de la Constitución), Barcelona: CEDECS, 2001. Pág. 84. 
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canalicen la intervención de los ciudadanos en el proceso de adopción de 
decisiones colectivas”41. 
Por lo tanto, concluimos que a día de hoy el modelo de democracia español se basa 
principalmente en la democracia representativa, complementada por tres 
instituciones de democracia directa de forma excepcional. Hemos observado que la 
institución más compleja es el referéndum. En este sentido, actualmente no 
podemos afirmar que exista la modalidad del referéndum autonómico (a pesar de la 
presencia de la consulta popular municipal) aunque, como veremos más adelante, 
así lo haya querido recoger de forma indirecta algún estatuto de autonomía. 
Habiendo observado el reducido margen que deja el modelo de democracia estatal a 
las comunidades autónomas respecto a la participación directa, nos podemos 
atrever a prever que, en el caso de que sí exista un modelo de democracia a nivel 
autonómico diferenciado del estatal, éste será sin duda basado en mecanismos de 
democracia participativa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
41
  EXPÓSITO, E. “Participación ciudadana en el gobierno local. Un análisis desde la perspectiva 
normativa”. Cit. Pág. 368. 
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V. Análisis comparado de la participación en los Estatutos de 
Autonomía 
Después de haber observado el marco constitucional del modelo estatal de 
democracia en España, procedemos con nuestro objeto de estudio principal: el 
análisis normativo comparado a nivel autonómico en materia de participación. 
Nuestro objetivo será conocer si existe un modelo de democracia a nivel autonómico 
diferenciado del modelo estatal.  
A simple vista, vemos que la participación se configura en los Estatutos de 
Autonomía no sólo como derecho estatutario, sino también como objetivo político
42
, 
principios –generales y rectores–43, como competencias44 y también como 
instituciones. Por ello, analizaremos la participación ciudadana en los diferentes 
estatutos de autonomía, de forma comparada, observando la participación en forma 
de valores, principios y derechos, competencias e instituciones. Hemos acotado 
nuestro objeto de estudio a los estatutos de última generación, pues son los que 
incorporan una auténtica innovación especialmente las Cartas y Declaraciones de 
derechos.  
1. Valores, principios y derechos sobre participación 
Los Estatutos originarios, como bien señala EXPÓSITO, “contenían algunas 
referencias genéricas […] relativas a su titularidad por parte de los ciudadanos de la 
comunidad autónoma correspondiente y a la actuación de los poderes públicos 
autonómicos en relación con estos derechos –a partir de la incorporación literal en las 
disposiciones estatutarias de la cláusula del art. 9.2 CE– y, en algunos casos, también 
a través del establecimiento de un expreso mandato a los poderes públicos 
autonómicos”45. En este sentido, la diferencia principal entre los Estatutos 
                                                             
42
  Artículos 1.3 EACV, 4.2 EAC, 10.1 y 10.3 EAAnd. 
43
  Son un ejemplo los artículos 43 EAC y 37 EEAnd. 
44
  En materia de consultas populares, por ejemplo, los artículos 122 EAC, 78 EAAnd, 31 EAIB y 71.27 
EAAr. 
45
  EXPÓSITO, E. “La regulación de los derechos en los nuevos estatutos de autonomía”, en Revista 
d’Estudis Autonòmics i Federals, nº 5, 2007, págs. 147-202, Pág. 148. 
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originarios y los de última generación (con la excepción del EAE), la hallamos en la 
innovación incorporada por estos últimos: las Declaraciones y Cartas de derechos. 
No obstante, antes de proceder con el análisis de los principios y derechos de 
participación, es conveniente nos planteemos si la presencia de Declaraciones y 
Cartas de derechos en los estatutos es lícita constitucionalmente. 
Constitucionalidad de las Cartas de derechos estatutarias 
En primer lugar, hay que destacar que de entre las materias enumeradas por la 
Constitución como propias de los Estatutos de Autonomía (art. 147.2 CE), no se 
hallan las declaraciones de derechos. Como señala y argumenta DÍEZ-PICAZO, “existe 
una reserva de Constitución en materia de derechos fundamentales”. El autor 
considera que la única apertura que prevé la Constitución a nivel de derechos es a 
fuentes internacionales, no a fuentes internas, ya que “el único lugar en que el texto 
constitucional llama a una fuente distinta para integrar su tabla de derechos es el art. 
10.2, con su remisión a los tratados internacionales sobre derechos humanos”46. 
Sin embargo, que la Constitución no contemple la presencia de Cartas de derechos en 
los estatutos no implica automáticamente éstas queden fuera de ella. Como afirma 
Expósito, “la proclamación de derechos en los Estatutos de Autonomía es resultado 
del ejercicio de un poder limitado, la autonomía, que la Constitución otorga a las 
comunidades autónomas en los ámbitos sobre los que la comunidad autónoma tiene 
competencias”47. Por lo tanto, los derechos no sólo tienen como función limitar el 
uso arbitrario del poder, del autogobierno, sino que también habilitan a los poderes 
públicos para que actúen y hagan efectivas políticas relativas a las competencias que 
tienen atribuidas. Por ello, podemos afirmar que los derechos son “una manifestación 
expresa de esa capacidad de autogobierno [de las Comunidades Autónomas]”48 y, 
por lo tanto, sí que es lícito constitucionalmente prever una Carta o Declaración de 
derechos en los Estatutos de Autonomía. 
                                                             
46
  DÍEZ-PICAZO, L.M. “¿Pueden los Estatutos de Autonomía declarar derechos, deberes y principios?”, 
en Revista Española de Derecho Constitucional, nº 78, septiembre-diciembre de 2006, págs. 63-75. 
Pág. 72. 
47
  EXPÓSITO, E. “La regulación de los derechos en los nuevos estatutos de autonomía”. Cit, pág. 154. 
48
  Ibídem, pág. 162. 
26 
 
Una vez confirmada la constitucionalidad de los derechos previstos en los Estatutos, 
nos cuestionamos ante qué tipo de derechos nos encontramos. Es decir, si podemos 
considerarlos que forman parte del derecho fundamental de participación política o, 
si por el contrario, estaremos ante derechos subjetivos. 
Los derechos estatutarios 
El Tribunal Constitucional, en la STC 31/2010 (FJ 16), distingue dos categorías de 
derechos respecto a los derechos proclamados en los Estatutos de Autonomía: los 
derechos fundamentales y los derechos estatutarios, que sólo vinculan al legislador 
autonómico y deben estar vinculadas materialmente al ámbito competencial de la 
Comunidad Autónoma.  
Por otro lado, observamos que los Estatutos originarios
49
 sólo hacían referencia a los 
derechos constitucionales. En los Estatutos de nueva generación, observamos que en 
gran parte de ellos se establecen disposiciones estatutarias que reproducen el 
contenido previsto en el artículo 9.2 de la CE, vinculándose también (los poderes 
públicos autonómicos) a los derechos previstos en la Constitución y los diferentes 
textos internacionales
50
. Por lo tanto, vemos que los Estatutos de Autonomía 
incorporaban como gran novedad las Declaraciones y Cartas de derechos. Derechos, 
que a su vez, ya existían anteriormente, por lo que lo único que han realizado ha sido 
“una selección o una reformulación conforme a las necesidades, aspiraciones o 
valores presentes de una manera u otra en la ciudadanía de la respectiva comunidad 
autónoma”51.  
En último lugar, creemos interesante referirnos a la categorización de los derechos 
estatutarios llevada a cabo por el Tribunal Constitucional en la STC 247/2007 y 
defendida también PÉREZ ALBERDI
52
. El Tribunal distingue entre los derechos de 
                                                             
49
  Ver los Estatutos vigentes de Castilla-La Mancha (art. 4), Castilla y León (art. 8) y Canarias (art. 5) o 
los Estatutos antes de ser reformados o derogados de Valencia (art. 2), Cataluña (art. 8.1), Andalucía 
(art. 11) y Aragón (art. 6). 
50
  Ver el artículo 8.2 del Estatuto de la Comunidad Valenciana; 4.2 del Estatuto de Cataluña; 10.1 del 
Estatuto de Andalucía; 13.2 del Estatuto balear; 6.2 y 20.a) del Estatuto de Aragón; y 8.2 del Estatuto 
de Castilla y León. 
51
  EXPÓSITO, E. “La regulación de los derechos en los nuevos estatutos de autonomía”. Cit, pág. 189. 
52
  PÉREZ ALBERDI, M.R. “Derecho de participación en los estatutos de autonomía de última generación”, 
en Deliberación. Revista para la mejora de la calidad democrática, nº 2, octubre 2012, págs. 35-55. 
Pág. 39. 
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contenido competencial y los derechos que se proyectan en el ámbito de las 
instituciones. La primera categoría, relativa a los derechos de contenido 
competencial, incluye derechos que de forma indirecta atribuyen competencias a las 
Comunidades Autónomas y, como señaló el Alto Tribunal, “nada impide que el 
Estatuto de Autonomía [cuando atribuye competencias] les impongan [a los poderes 
públicos], de modo directo, criterios o directrices para su ejercicio o que lo hagan, de 
modo indirecto, mediante la formalización de enunciados o declaraciones de 
derechos a favor de los particulares” (FJ 15 c).  
Por otro lado, con relación a la categoría de derechos que se proyectan en el ámbito 
de las instituciones (art. 147.2 CE, en conexión con el art. 152.2 CE), el Tribunal 
señala que son los Estatutos “la concreta fuente constitucionalmente prevista para 
dotar de sentido y alcance material a la institución de que se trate […] De este modo, 
dichas regulaciones estatutarias, llamadas constitucionalmente a producir una 
vinculación directa de los poderes públicos de la Comunidad, pueden generar 
también verdaderos derechos subjetivos” (FJ 15 c). No obstante, también señala que 
en el ámbito de lo dispuesto en el artículo 147.2 d) de la CE (relativo a la 
denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias), los 
Estatutos “no pueden establecer por sí mismos derechos subjetivos en sentido 
estricto, sino directrices, objetivos o mandatos a los poderes públicos autonómicos”, 
indicando que, “aunque vinculen efectivamente a los poderes públicos de la 
Comunidad Autónoma, necesitarán para adquirir plena eficacia del ejercicio por el 
legislador autonómico de la competencia normativa que le es propia, de manera que 
el principio o derecho enunciado carecerá de justiciabilidad directa hasta que se 
concrete, efectivamente, su régimen jurídico” (STC 247/2007, FJ 15 c). 
En último lugar, debemos señalar que algunos estatutos han querido, de forma 
expresa, acotar el alcance e interpretación de los derechos y principios. Es el caso del 
EAC y el EAAnd, En ambos, observamos que de forma idéntica se declara que los 
derechos y principios “no supondrán una alteración del régimen de distribución de 
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de 
los ya existentes” (art. 13 EAAnd y art. 37.4 EAC). Además, como garantía, ambos 
estatutos señalan que ninguna de las disposiciones podrá ser desarrollada, 
interpretada o aplicada de manera que implique una reducción o limitación de los 
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derechos fundamentales de la Constitución, tratados y convenios internacionales 
(ratificados por España).  
Anteriormente, en el marco constitucional de la democracia en España, hemos visto 
que podemos distinguir dos categorías diferenciadas relativas a la participación: la 
democracia directa y la democracia representativa. Por ello, creemos conveniente 
enfocar nuestro análisis desde estas dos perspectivas de forma paralela.  
Aún así, los estatutos –que incorporan tanto elementos de democracia directa como 
de democracia participativa–, no diferencian de forma clara esta distinción. Pero 
hallamos una excepción: el Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares. Creemos 
interesante ponerlo de relieve ya que es el único estatuto que diferencia claramente 
(en su artículo 15, relativo a la participación) la democracia participativa de la 
democracia directa; diferenciación que consideramos fundamental. Por un lado, 
establece el derecho a “participar de forma individual o colectiva en la vida política, 
económica, cultural y social de la Comunidad Autónoma” (relativo a la democracia 
participativa, art. 9.2 CE) y, por el otro, el derecho a “participar en condiciones de 
igualdad en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes” 
(relativo a la democracia directa, art. 23 CE). 
Estos nuevos estatutos incorporan el derecho de participación (a excepción del 
EACV, que prevé la participación como principio), pero lo hacen de diferente forma. 
PÉREZ ALBERDI
53
 los clasifica en tres modelos generales. En primer lugar, hallamos 
el EAE, que a pesar de no incorporar una Carta de derechos, recoge el derecho de 
participación (art. 6), en el que se limita a reiterar lo establecido en los artículos 23 y 
29 de la CE. En segundo lugar, los EAIB, EAAr y EACyL, los cuales hacen 
referencia en el mismo precepto estatutario a los derechos de participación política y 
ante la Administración, sin establecer ninguna distinción (art. 15 EAIB, art. 15 EAAr 
y art. 11 EACyL). Mientras que los EAC y EAAnd, establecen el derecho de 
participación política en un único precepto (art. 29 EAC y art. 30 EAAnd). 
Procedamos con el contenido de cada derecho de participación, tanto a nivel de 
democracia directa como de democracia participativa. 
                                                             
53
  PÉREZ ALBERDI, M.R. “Derecho de participación en los estatutos de autonomía de última generación”. 
Cit., págs. 40-41. 
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A)  Derechos de democracia directa 
Tanto el Estatuto de Cataluña, Islas Baleares, Andalucía, Aragón y Castilla y León, 
hacen especial mención al derecho de participación en los asuntos públicos.  
En primer lugar, el EAAnd y el EACyL mencionan cuales son los titulares de este 
derecho. El primero sólo se refiere al término “andaluces y andaluzas” (art. 30 
EAAnd), mientras que el EACyL señala que gozarán de los derechos de 
participación “como ciudadanos de Castilla y León, los españoles residentes en el 
extranjero que hayan tenido la última vecindad administrativa en Castilla y León y 
acrediten esta condición en la forma prevista en la legislación estatal. Igualmente 
gozarán de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles” (art. 7.2 
EACyL). 
En segundo lugar, queremos destacar que la mayoría de los estatutos se refieren en 
alguno de sus preceptos a la democracia representativa. Por un lado, establecen el 
derecho de sufragio activo y pasivo. Esto lo podemos observar en el EAC (art. 29.2), 
el EAIB (art. 15 a), el EAAnd (art. 30 a) y el EACyL (arts. 11.2º y 3º). Son artículos 
que no añaden nada nuevo, sino que se limitan a reproducir prácticamente los 
artículos 23.1 y 23.2 de la CE, estableciendo el derecho a elegir a los parlamentarios 
autonómicos y a presentarse como candidato. Paralelamente, también se refieren a 
los diferentes elementos que deberá contener la ley electoral autonómica, debiendo 
ser aprobada por una mayoría reforzada
54
 y previendo un sistema de representación 
proporcional con tal de garantizar una representación adecuada de las diferentes 
zonas territoriales, según establece el artículo 152.1 CE
55
. Un tercer elemento a 
destacar en materia de democracia participativa es que tanto el EAC (art. 29.1), el 
EAIB (art. 15.2), el EAAnd (art. 30.1) y el EAAr (art. 15.1), añaden al derecho de 
participación que ésta deberá realizarse en condiciones de igualdad.  
No obstante, lo que nos atañe ahora es analizar de forma desglosada los derechos de 
participación directa reconocidos por los Estatutos. 
                                                             
54
  Deberá ser mayoría absoluta en los EAAnd (art. 105.1) y EAAr (art. 37.6), 3/5 en el EAE (art. 17.4), 
2/3 en el EACV (art. 24), el EAC (art. 56.2) y el EAIB (art. 41.4). 
55
  Este sistema de representación proporcional está previsto tanto en el EACV (art. 24), el EAC (art. 
56.2), el EAIB (art. 41.1), el EAAnd (art. 104), el EAAr (art. 37.3), el EACyL (art. 21.1) y el EAE 
(art. 17.1). 
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1. Derecho a promover iniciativas legislativas populares 
Este derecho lo prevén el EAC (art. 29.3), el EAAnd (art. 30 b), el EAIB (art. 15 b), 
el EAAr (art. 15.2) y el EACyL (art. 11.4). Como hemos observado en el marco 
constitucional, estamos más bien ante “una mera propuesta de iniciativa que deberá 
ser tomada en consideración por la Cámara correspondiente, perdiendo a partir de 
entonces los promotores de la misma todo el control sobre ella”56, por lo que podría 
suceder –como también ocurre con las ILP a nivel estatal– que el Parlamento 
aprobase una ley totalmente contraria al propuesta popular. Con relación al derecho 
de promoción de ILP, los Estatutos no añaden nada nuevo. Tendremos que esperar a 
observar la participación desde el punto de vista de las instituciones y las 
competencias, para ver si incluyen alguna novedad respecto con la iniciativa 
legislativa popular en términos generales. 
2. Derecho de petición individual y colectiva 
Todos los estatutos que contemplan el derecho de participación en los asuntos 
públicos prevén este derecho de petición
57
, tanto a nivel individual como colectivo, 
excepto Castilla y León y Aragón (el primero, art. 11.5, no especifica si éste podrá 
ser individual y colectivo; el segundo, no prevé el derecho de petición). Por otro 
lado, observamos que el EAC establece además del derecho de petición, el derecho a 
“plantear quejas”, a nivel autonómico y a nivel local (Art. 29.5)58. Lo relevante de 
este derecho de petición es la novedad con lo que estos son tratados por parte de los 
Estatutos de Autonomía. A diferencia de la Constitución (arts. 23 y 29), los Estatutos 
de Autonomía prevén el derecho de petición dentro del derecho de participación 
política, es decir, como un instrumento no autónomo, ligado a la participación. 
B)  Valores, principios y derechos de democracia participativa 
                                                             
56
  PÉREZ ALBERDI, M.R. “Derecho de participación en los estatutos de autonomía de última generación”. 
Cit., págs. 46-48. 
57
  Se trata de los Estatutos de Cataluña (art. 29.5), de las Islas Baleares (art. 15. d), de Andalucía (art. 30. 
d) y de Castilla y León (art. 11.6). 
58
  En relación al derecho de formular quejas, el EACyL, en su artículo 12. f), reconoce el derecho “a 
formular quejas sobre el funcionamiento de los servicios públicos”, pero hemos considerado no 
incluirlo puesto que se limita sólo al ámbito de los servicios públicos y forma parte del derecho a una 
buena Administración. 
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1. Derechos de democracia participativa 
A diferencia de los derechos de democracia directa, los cuales forman parte del 
derecho fundamental de participación, donde han innovado los estatutos ha sido en 
los derechos y principios de democracia participativa. La mayoría de los estatutos 
analizados (a excepción del EACyL y EAE) contemplan el derecho a participar en la 
vida política, económica, cultural y social de la comunidad autónoma (fundamentado 
en el art. 9.2 CE), ya sea dentro del derecho de participación en los asuntos públicos, 
o diferenciado del mismo. Vemos que en el caso catalán, en lugar de establecerse 
como un derecho se prevé como un mandato al legislador, pues este debe “facilitar la 
participación de todas las personas en la vida política, económica, cultural y social” 
(art. 4.2). 
Por otro lado, hay que mencionar también que el EAAnd prevé el derecho a 
participar activamente en la vida pública, indicando que “se establecerán los 
mecanismos necesarios de información, comunicación y recepción de propuestas” 
(art. 30.6). 
Veamos seguidamente qué innovaciones han incorporado los estatutos en materia de 
democracia participativa. 
1.1. Derecho a promover la convocatoria de consultas populares 
Hemos considerado oportuno incorporar este derecho como parte de la democracia 
participativa, ya que como hemos visto anteriormente, las consultas populares (a 
excepción del referéndum), quedan relegadas del derecho de participación política, 
por lo que pasan a ser figuras de democracia participativa. 
En este sentido, observamos que hay estatutos que establecen este derecho en 
relación con consultas tanto a nivel local como autonómico (art. 30 c) EAnd, art. 15 
c) EAIB, art. 29.6 EAC), mientras que el EACyL (art. 11.5) sólo lo menciona a nivel 
autonómico. Por otro lado, el EAAr, a pesar de contemplar el derecho de 
participación en asuntos públicos, no prevé el derecho de promover la convocatoria 
de consultas populares.  
1.2. Derecho a participar en el procedimiento legislativo 
32 
 
Observamos que tanto el EAAnd (art. 30 b), el EAC (art. 29.4), el EAIB (art. 15 b), 
el EAAr (art. 15.2) contemplan el derecho a participar en el procedimiento 
legislativo, de forma directa o mediante entidades asociativas. Subrayamos la forma 
de participación por medio de entidades ya que, como defiende PÉREZ ALBERDI
59
, 
consideramos que no puede formar parte del derecho de participación política (art. 
23.1 CE) pues no sólo contempla la participación directa de los ciudadanos, sino 
también a nivel colectivo (entidades asociativas), por lo que debemos situar este 
derecho fuera del alcance del artículo 23 de la CE. 
Respecto a este derecho, observamos que tanto el EAAnd, el EAC y el EAIB señalan 
que esta participación podrá realizarse individualmente o a través de asociaciones. El 
EAAr, establece el derecho sin indicar cómo será dicha participación, mientras que el 
EACyL no lo prevé. 
En último lugar, hay que señalar que la novedad
60
 que incorporan los Estatutos 
respecto a este derecho es que se eleva el rango del mismo. Pasa de ser un derecho 
legal –puesto que ya se encontraba reconocido en los Reglamentos parlamentarios61–
a ser un derecho estatutario de ámbito institucional. 
2. Principios generales, valores y principios rectores    
Hemos podido observar que la participación no sólo está prevista por los estatutos 
como derecho, sino también como principio, tanto general como rector. Además, es 
interesante hacer mención expresa al valor de la democracia, contemplado en 
algunos de los estatutos reformados.  
Los principios y valores de democracia y participación son otra de las diferencias que 
encontramos entre los estatutos de última generación y los estatutos originarios. La 
única referencia que hallamos en los estatutos no reformados (a excepción de los 
Estatutos de Asturias, Canarias y Navarra) en relación con el principio de 
                                                             
59
  PÉREZ ALBERDI, M.R. “Derecho de participación en los estatutos de autonomía de última generación”. 
Cit., pág. 48. 
60
  En relación con esta cuestión, EXPÓSITO, E. “La regulación de los derechos en los nuevos estatutos de 
autonomía”, Cit. pág. 191, y PÉREZ ALBERDI, M.R, “Derecho de participación en los estatutos de 
autonomía de última generación”. Cit. pág. 48.  
61
  Por ejemplo, observar el artículo 106 del Reglamento del Parlamento de Cataluña, el artículo 46.4 del 
Reglamento del Parlamento de las Islas Baleares, el artículo 112 del Reglamento del Parlamento de 
Andalucía y el artículo 56.1.c) del Reglamento de las Cortes de Aragón. 
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participación, es el mandato a los poderes públicos para que éstos faciliten la 
participación de los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social de la 
Comunidad Autónoma
62
. Además, el Estatuto de la Comunidad Autónoma de 
Madrid también se refiere a la participación en la vida política, económica, cultural 
y social como a un valor, gracias al cual se aspira a hacer realidad otros principios 
(libertad, justicia e igualdad)
63
. 
Veamos seguidamente qué innovaciones incorporan los estatutos de última 
generación en lo que atañe a la participación reconocida como principio general y 
valores y como principio rector. 
a) Principios generales y valores democráticos 
En los preámbulos de los Estatutos de las Islas Baleares y Andalucía se hace 
mención a los principios irrenunciables, entre los cuales se encuentra la democracia 
(EAIB y EAAnd). Respecto a los valores democráticos, éstos están contemplados en 
los preámbulos del EAAr y del EAIB; valores sobre los que se fundamenta la 
actuación de las instituciones de autogobierno. Respecto al EAIB, hay que subrayar 
que éste erige el sistema democrático como el valor supremo. 
Por otro lado, el EACV establece como objetivo de la Comunidad Valenciana “la 
consecución del autogobierno en los términos de este Estatuto, reforzar la 
democracia y garantizar la participación de todos los ciudadanos en la realización de 
sus fines” (art. 1.3). A pesar de que el texto estatutario se refiere a él como objetivo, 
y éste no se encuentra en el preámbulo, consideramos nos encontramos ante un 
principio general. 
b) Principios rectores 
El EAAnd y el EACV en lugar de referirse a principios, se refieren a objetivos de la 
Comunidad (arts. 1.3 EACV y art. 10 EAAnd). Ya hemos concluido que cuando el 
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  Este principio rector lo encontramos en el art. 5.2 EACan, art. 3.2 EACLM, art. 4.2 EAG, art. 7.2 
EALR, art. 9.1 EAPV, art. 7.4 EACM y art. 9.2 e) EAMu. 
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 Artículo 1.3 EACM: “La Comunidad de Madrid, al facilitar la más plena participación de los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, aspira a hacer realidad los principios de 
libertad, justicia e igualdad para todos los madrileños”. 
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EACV se refiere a objetivo lo hace refiriéndose a principio general. No obstante, no 
podemos considerar lo mismo respecto al EAAnd, puesto que su artículo 10 se 
refiere a “los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma”, los cuales son 
mandatos de actuación a los poderes públicos autonómicos, por lo que debemos 
considerar que estamos ante principios rectores.  
En relación con los principios rectores –los cuales son normas con amplio margen de 
actuación por parte del legislador–, éstos tienen cabida en el EAAnd y en el EAC. 
Ambos estatutos se refieren al fomento, por parte de los poderes públicos, de la 
participación en la vida política, económica, cultural y social (arts. 10.1 EAAnd y art. 
4.2 EAC), tal y como también prevén los estatutos originarios. La novedad, en este 
sentido, la encontramos en el Estatuto andaluz, pues concreta aún más dicho 
principio rector: “la participación ciudadana en la elaboración, prestación y 
evaluación de las políticas públicas, así como la participación individual y asociada 
en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político, en aras de una 
democracia social avanzada y participativa” (art. 10.3 19º). 
Por otro lado, tanto el EAC como el EAAnd establecen mandatos a los poderes 
públicos para que promuevan los valores democráticos (arts. 11 EAAnd y 4.3 EAC). 
En último lugar, hacemos mención del artículo 37.2 del EAC (relativo a las garantías 
de los derechos estatutarios), pues en él hallamos un mandato al legislador 
autonómico cuando señala que “el Parlamento debe aprobar por ley la Carta de los 
derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña” (entre los cuales hallamos 
derechos de participación). 
Podemos concluir que los estatutos de última generación incluyen varias novedades 
respecto a los principios y valores en materia de participación. En primer lugar, como 
hemos observado, hay estatutos que en su preámbulo prevén como principio general 
y/o valor a seguir por parte de las instituciones de autogobierno, la participación y la 
democracia (EAAr, EACV, EACyL, EAIB, EAE y EAAnd). En segundo lugar, 
respecto a los principios rectores, a pesar de usar la misma fórmula que los estatutos 
originarios (facilitar la participación en la vida política, económica, cultural y 
social), hemos observado alguna novedad a destacar. Por un lado, la concreción que 
realiza el EAAnd en relación con la participación en materia de políticas públicas 
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(art. 10.3 19º) y el principio de promoción de los valores democráticos. Por otro lado, 
la otra novedad la hemos observado en el EAC, cuando éste establece como garantía 
de los derechos estatutarios un mandato al legislador para que apruebe por ley la 
Carta de derechos y deberes. 
c) Otros principios de democracia participativa: la participación social 
Creemos oportuno que observemos por separado los principios generales y rectores a 
nivel de participación en general, de los principios relacionados con formas de 
participación social. A pesar de que la participación social no es objeto central de 
nuestro análisis, consideramos que es importante hagamos mención, puesto que es 
una incorporación novedosa de los estatutos recientemente reformados. 
Hemos observado que los estatutos establecen mandatos al legislador con relación a 
la promoción de la participación ciudadana en diferentes ámbitos por parte de los 
poderes públicos. Consideramos interesante destacar aquellos principios relativos a 
una participación ciudadana desde la sociedad y en la sociedad, pero con incidencia 
directa o indirectamente en los asuntos públicos, la cual denominaremos 
participación social. Como señala ESTEVE PARDO, el artículo 9.2 de la Constitución 
española “no sólo constituye una habilitación genérica al Estado y a los poderes 
públicos para actuar sobre la realidad social, sino que postula también una amplia y 
capilar participación social en las instituciones estatales, reflejando así las dos líneas, 
el Estado hacia la sociedad y la sociedad hacia el Estado”64.  
Tanto el EACV, el EAIB, el EAE, el EAAr y el EAC se refieren a la participación 
social en términos generales. Por un lado, vemos que el EACV señala que “la 
Generalitat promoverá la participación de los agentes sociales y del conjunto de la 
sociedad civil en los asuntos públicos” (art. 9.4). En este sentido, tanto el EAE (art. 
73.2) como el EAIB (art. 15.1 b) establecen el fomento de la participación de los 
agentes sociales pero además añaden también a los agentes económicos. 
Paralelamente, el EAAr se refiere a la participación social como tal, cuando establece 
que los poderes públicos “promoverán la participación social en la elaboración, 
ejecución y evaluación de las políticas públicas, así como la participación individual 
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  ESTEVE PARDO, J. La nueva relación entre Estado y sociedad. Madrid: Marcial Pons, 2013. Pág. 52. 
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y colectiva…” (Art. 20). También va en la misma línea el EAC, pues prevé “la 
participación social en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas 
públicas” (Art. 43.1). Vemos, por lo tanto, que los Estatutos aragonés y catalán 
concretan que esta participación se llevará a cabo en las tres fases de las políticas 
públicas (elaboración, ejecución y evaluación). 
El EACyL establece como principio rector de las políticas públicas “el 
fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento del asociacionismo, el voluntariado 
y la participación social” (art. 16.24). También, en este sentido, el EAAnd declara 
como principio rector “el fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento del 
asociacionismo” (art.37.16º), pero sin hacer mención a la participación social. 
Por otro lado, gran parte de los Estatutos objeto de análisis, en sus principios 
rectores, hacen mención expresa a la promoción y fomento de la participación en 
determinados colectivos: la juventud
65
, las personas mayores
66
, los discapacitados
67
, 
las personas inmigrantes
68
 y las personas dependientes
69
. Finalmente, consideramos 
importante destacar que el EAC reconoce que “las organizaciones del tercer sector 
social tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la participación y la 
colaboración sociales” (art. 24.4). A pesar de que estamos ante un derecho y no un 
principio, hemos creído oportuno considerarlo como contenido de la participación 
social, puesto que la participación de estas organizaciones en sus quehaceres sociales 
pueden afectar indirectamente a funciones y asuntos públicos. 
Por lo tanto, el hecho de que las Comunidades Autónomas (aunque sea de forma 
general) se refieran a la participación social en sus Estatutos, podríamos afirmar que 
éstas están reconociendo “el protagonismo de la sociedad para la realización de fines 
públicos y «sociales» [lo cual] supone la reapertura de la distinción entre Estado y 
sociedad –de otro modo no sería posible hablar de cooperación– tras un periodo en el 
que se daba por hecho su integración, diluyéndose así el perfil y el protagonismo de 
la sociedad”70.  
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  Art. 6.16 del EAE, art. 16.3 del EAIB, art. 10.3 del EACV y art. 74 c) del EAAnd. 
66
  Art. 13 del EACyL y art. 37. 3º del EAAnd. 
67
  Art. 13.1 del EACV, art. 25.1 del EAAr, yart. 13.18 del EACyL. 
68
  Art. 29 del EAAr y art. 42.6 del EAC. 
69
  Art. 19 del EAE y art. 13 del EACyL. 
70
  ESTEVE PARDO, J. La nueva relación entre Estado y sociedad, cit., pág. 94. 
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2.  Competencias sobre participación 
a)  Consultas populares 
Anteriormente, hemos observado que las comunidades autónomas pueden prever 
competencias en materia de consultas populares, a excepción del referéndum. 
Asimismo, debemos recordar que estas consultas populares no forman parte del 
derecho de participación política, sino que son instrumentos de democracia 
participativa. 
En primer lugar, ponemos de manifiesto que algunos de los estatutos originarios ya 
preveían la competencia en materia de consultas populares (los Estatutos de Asturias, 
art. 11.11, de Canarias, art. 32.5, de La Rioja, art. 9.7 y de Murcia, art. 11.8)
71
. Todas 
ellas recogían las consultas populares como competencia de desarrollo legislativo y 
ejecutiva. En este sentido, los estatutos de última generación incorporan una primera 
novedad: algunos de ellos incluyen las consultas dentro de las competencias 
exclusivas (Art. 122 EAC, art. 78 EAAnd y art. 71.27ª EAAr). Los demás estatutos 
(EACV, EAIB y EACyL) siguen considerándola como competencia de desarrollo, a 
excepción del Estatuto de Autonomía de Extremadura, que no prevé dicha 
competencia.  
Pero lo relevante de la competencia de consultas populares, en este análisis 
comparado, no se encuentra en el tipo de competencia que formalmente establezca el 
texto estatutario, sino en conocer si caben las consultas populares como competencia 
exclusiva y observar qué contenido le ha dado el estatuyente a la misma. 
Por un lado, el EAAnd incluye una lista abierta de tipos de consultas populares (tanto 
a nivel local como autonómico) señalando explícitamente que el referéndum queda 
excluido. En la misma línea podemos situar al EAAr, pues enumera de igual forma 
los diferentes instrumentos de consulta popular, indicando como excepción la 
regulación del referéndum. La diferencia entre el EAAnd y el EAAr es que este 
último menciona la excepción de la regulación del referéndum, mientras que el 
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  Las demás comunidades autónomas, cuyos estatutos no han sido reformados, no asumen 
expresamente nada en materia de consultas populares. Es el caso del País Vasco, Galicia, Cantabria, 
Castilla-La Mancha y Madrid. Aún así, como hemos observado, el Estatuto de Extremadura, a pesar 
de haber sido reformado, tampoco prevé las consultas populares. 
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EAAnd se refiere al referéndum en su globalidad. Podríamos entender que el 
Estatuto aragonés está exceptuando el referéndum de la competencia exclusiva, al 
pertenecer la regulación al Estado, siendo el referéndum, por lo tanto, una 
competencia ejecutiva. En estos dos casos el estatuyente excluye expresamente el 
referéndum de la competencia exclusiva de consultas populares, por lo que 
podríamos afirmar que estamos ante competencias realmente exclusivas. No 
obstante, el mismo Tribunal señala que “la exclusividad del art. 122 EAC ha de serlo, 
por tanto, sin perjuicio de la competencia estatal relativa a las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas [Art. 149.1.18.ª CE]” (STC 31/2010, FJ 
69). Por lo tanto, hay que considerar que estas competencias no son del todo 
exclusivas, puesto que el ámbito concreto relativo a las bases del régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas pertenece al Estado, siendo, consiguientemente, una 
competencia compartida.    
A diferencia de los demás estatutos, el EAC señala que la convocatoria  de las 
consultas la realizará la propia Generalitat (o los entes locales). También en este 
estatuto, de igual forma que el EAAnd o el EAAr, se enumera una lista abierta de 
diferentes instrumentos de consultas populares. Al final del mismo precepto el EAC 
establece una excepción, pero que a su vez es el elemento diferenciador respecto a 
los EAAr y EAAnd. En dicha excepción no se menciona el referéndum o regulación 
del mismo, sino que se expresa de la siguiente forma: “con la excepción de lo 
previsto en el artículo 149.1.32 CE”. Ante este precepto, nos planteamos dos 
cuestiones fundamentales: ¿pretende incluir el artículo 122 del EAC la institución del 
referéndum? ¿Estamos ante una competencia realmente exclusiva? 
Con una simple lectura de dicho artículo podríamos considerar que el EAC, con la 
cláusula residual (“cualquier otro instrumento de consulta”), podría incluir el 
referéndum, puesto que no lo excluye de forma expresa. Además, con la aprobación 
de la conocida Ley 4/2010, de consultas populares por vía de referéndum, podríamos 
entender que el estatuyente pretendía incorporar el referéndum dentro de las 
consultas populares. No obstante, como ya hemos observado anteriormente en el 
marco constitucional, el Tribunal Constitucional señala que el artículo 122 EAC no 
es inconstitucional sólo si es interpretado “en el sentido de que la excepción en él 
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contemplada se extiende a la institución del referéndum en su integridad, y no sólo a 
la autorización estatal de su convocatoria” (STC 31/2010, FJ 69) [cursiva añadida].  
En lo que atañe al carácter exclusivo de la competencia, en la misma sentencia el 
Tribunal ha desarrollado cual es el alcance constitucional que merece la calificación 
como exclusivas de determinadas competencias, entre las cuales se encuentran las 
consultas populares
72: “cuando se trate de materias de competencia compartida, 
cualquiera que sea la utilización de los términos «competencia exclusiva» o 
«competencias exclusivas» […] tenga otra virtualidad que la meramente descriptiva” 
(STC 31/2010 FJ 59). 
Por otro lado, en relación con los estatutos que prevén las consultas populares dentro 
de sus competencias de desarrollo legislativo y ejecutivas, destacamos en primer 
lugar, que el EACV no prevé las consultas populares a nivel autonómico, pues en su 
artículo 50.8 sólo se refiere a “consultas populares municipales”. Respecto a los otros 
dos estatutos, el EAIB y el EACyL, ambos delimitan las consultas populares 
señalando que deberán ser conformes con la ley a la que se refiere el artículo 92.3 de 
la CE. Además, el EAIB también señala las consultas deberán ser conformes con el 
artículo 149.1.32 de la CE. Asimismo, el EACyL se refiere a este artículo, 
estableciendo, de forma expresa, que corresponderá al Estado “la autorización de su 
convocatoria” (art. 71.15º). Este precepto del EACyL nos suscita una duda: con esta 
afirmación, ¿el estatuyente pretendía ampliar la autorización del estado (del art. 
149.1.32 CE) a todos los tipos de consultas populares o, si por el contrario, quería 
dejar claro que el referéndum quedaba fuera de su competencia? 
Podemos concluir, en lo que atañe a las consultas populares, que éstas –a pesar de 
haber sido consideradas por algunos Estatutos de Autonomía como competencia 
exclusiva– no podemos considerarlas como tal. A la luz de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, no puede haber exclusividad en esta materia, tanto por el 
art. 149.1.18.ª, referente a la regulación básica del régimen jurídico de las 
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  El Tribunal Constitucional, en la STC 31/2010 (FJ 69), señala que para la interpretación de todos los 
preceptos incluidos en el capítulo II del título IV del Estatuto catalán, es necesario partir de las 
consideraciones de orden general que […] hemos desarrollado en los fundamentos jurídicos 59 a 61 y 
64 acerca del alcance constitucional que merece la calificación como «exclusivas» de determinadas 
competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma por el legislador estatutario”. 
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Administraciones Públicas, como por el art. 149.1.1, relativo a la regulación de las 
condiciones básicas para garantizar la igualdad en el ejercicio de derechos y deberes 
constitucionales. 
b)  Participación de la juventud 
Por otro lado, de la misma forma que hemos realizado en materia de principios y 
derechos, consideramos que es interesante destacar las competencias sobre 
participación ciudadana, previstas en el EAAnd y el EAAr, relativas a un colectivo 
concreto: la juventud.  
El Estatuto andaluz prevé como competencia exclusiva la promoción de la 
participación de los jóvenes (art. 74 c), mientras que el Estatuto aragonés señala la 
necesidad de mostrar especial atención a la “participación libre y eficaz [de la 
juventud] en el desarrollo político, social, económico y cultural” (art. 71.38º). Vemos 
que ambas competencias (exclusivas), que se refieren a la participación de un 
colectivo en concreto –la juventud–, quedarían englobadas dentro de la democracia 
participativa.  
c) Participación social 
En último lugar, también hay que señalar que el EAAr establece como competencia 
exclusiva el voluntariado social, comprendiendo ésta “la regulación, promoción y 
fomento de la participación solidaria ciudadana en actuaciones organizadas de 
voluntariado por medio de entidades públicas o privadas estables y democráticas, sin 
ánimo de lucro, así como la ordenación de las relaciones entre las Administraciones 
públicas y dichas entidades” (Art. 71.35ª). Consideramos relevante este precepto 
puesto que va más allá de la participación ciudadana tradicional. Se trata de una 
participación popular de carácter solidario (según señala el EAAr) en cualquier 
ámbito –promovida tanto por el sector público o privado–.  
3. Instituciones sobre participación 
Con relación a las instituciones de participación observadas en los diferentes 
estatutos, de igual forma que hemos realizado con los derechos y principios, creemos 
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oportuno analizarlas según sean instrumentos de democracia directa (y semidirecta) o 
democracia participativa.  
A) Instituciones de democracia directa y semidirecta 
La institución por excelencia, prevista por todos los Estatutos de Autonomía 
observados, es la iniciativa legislativa popular. Como señala ASTARLOA, la 
iniciativa legislativa popular tiene una naturaleza bifronte: por un lado “su vertiente 
institucional como forma particular de la iniciativa legislativa”, por otro lado, “su 
definición como derecho subjetivo en cuanto a forma de ejercicio del derecho de 
participación política”73. En este sentido, observamos que los estatutos hacen 
referencia a este instrumento de democracia semidirecta cuando hacen mención en su 
texto estatutario a las diferentes formas de iniciativa legislativa. 
Sin embargo, que sea la institución de democracia directa prevista en todos los 
estatutos, no implica novedad alguna respecto a los estatutos originarios, puesto que 
todos los que aún están en vigor
74
 contemplan también este tipo de iniciativa 
legislativa. 
Asimismo, la mayoría de los estatutos de última generación sólo mencionan que será 
una ley autonómica la que regulará la ILP. No obstante, algunos estatutos hacen 
mención especial a que este instrumento deberá emplearse para aquellas materias que 
sean competencia de la comunidad autónoma (como es el caso del EACyL, art. 25.2, 
o el del EAE, art. 23.4). Pero destacamos el EAE, ya que introduce una novedad 
respecto a los estatutos no reformados, cuando señala dos elementos adiciones: la ley 
que regule la ILP deberá ser aprobada por mayoría absoluta y, además, deberá estar 
avalada como mínimo por 45.000 firmas acreditadas del censo (art. 23).  
En segundo lugar, otra institución de participación presente en los estatutos es el 
referéndum de ratificación de reforma del propio estatuto, como contemplan 
también los estatutos no reformados de Galicia y el País Vasco. Los estatutos de 
última generación que establecen el referéndum para su reforma son el EACV (art. 
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  ASTARLOA, F. “La iniciativa legislativa popular en España”, en Teoría y realidad constitucional, nº 
10-11, 2002-2003, págs. 273-321. Págs. 282-288. 
74
  Estatutos de Autonomía de Asturias (art. 31.1), Canarias (art. 12.5), Cantabria (art.15.1), Castilla la 
Mancha (art. 12.1), Comunidad de Madrid (art. 15.2), Galicia (art. 13.1), La Rioja (art. 20), Navarra 
(art. 19.2), País Vasco (art. 27.4) y Murcia (art. 30.1).  
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81.5), el EAAr (art. 15.7), el EAE (art. 91), el EAAnd (art. 248) y el EAC (art. 
222.1.d). Como avanzábamos anteriormente, hallamos diferencias entre los 
diferentes estatutos, en función de si corresponden a comunidades autónomas de 
primer grado o a comunidades autónomas ordinarias. En el primer supuesto, 
observamos tanto el EAC y el EAAnd, en los que el referéndum siempre será 
necesario (según art. 151 CE), por lo cual deberá convocarse siempre para ratificar la 
reforma del estatuto aprobada por las Cortes Generales
75
. En este sentido, a pesar de 
que “el referéndum de reforma estatutaria sólo está constitucionalmente impuesto 
para el caso de los Estatutos elaborados de acuerdo con el procedimiento del art. 151 
CE” (STC 31/2010, FJ 147), como señala el Tribunal Constitucional, los demás 
Estatutos de Autonomía “pueden arbitrar, ex art. 147.3 CE (que a este respecto 
confiere un amplio margen de configuración al propio Estatuto), procedimientos de 
reforma que contemplen ese mismo referéndum de ratificación de la reforma previa a 
la sanción, promulgación y publicación de la ley orgánica que la formalice, o bien 
referenda insertos en fases antecedentes del procedimiento de revisión; por ejemplo, 
antes de la remisión a las Cortes Generales del texto acordado en la Asamblea 
autonómica” (STC 31/2010, FJ 147). 
Por lo tanto, los demás Estatutos, aunque no estén constitucionalmente obligados, 
podrán prever el referéndum en su procedimiento de reforma. En este sentido, 
observamos que el EACV señala que no será necesaria la convocatoria de 
referéndum cuando la reforma implique sólo una ampliación de competencias. Por 
otro lado, tanto el EAAr (art. 115.6) como el EAE, establecen que el referéndum se 
realizará si así lo aprueban las asambleas legislativas correspondientes. No obstante, 
el EAE además concreta que el acuerdo de la Asamblea deberá contar con “el voto 
favorable de las dos terceras partes de sus miembros” (art. 91).  
En último lugar, es importante poner de relieve que el EAC (art. 222.1.a) incorpora 
otra novedad en materia de instituciones de participación: la participación ciudadana 
en la proposición al Parlamento del ejercicio de la iniciativa de reforma del 
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  Observamos que sucede lo mismo en los Estatutos de Autonomía del País Vasco (art. 46 d) y de 
Galicia (art. 56.1), todas ellas comunidades autónomas de primer grado, cuyos Estatutos fueron 
aprobados por el procedimiento previsto en el artículo 151 de la CE.  
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Estatuto (del Título I y II), siempre y cuando esta propuesta de iniciativa de reforma 
esté avalada con un mínimo de 300.000 firmas acreditadas. 
B) Instituciones de democracia participativa 
En primer lugar, una de las instituciones de democracia participativa contemplada en 
el EAC, el EAAnd y el EAAr, es la participación ciudadana en el procedimiento 
legislativo. Observamos esta institución dentro de la democracia participativa puesto 
que los sujetos que pueden participar son tanto los ciudadanos de forma individual 
como a través de asociaciones. Sin embargo, esta es la diferencia que encontramos 
entre el EAAr (art. 15.2) respecto con el EAC (art. 29.4) y el EAAnd (art. 113), 
puesto que en el primer caso, como no hace mención a que esta institución pueda 
ejercerse también colectivamente, si que podemos considerarla formaría parte de la 
democracia directa. 
Por otro lado, el EAAnd también prevé la participación ciudadana en los 
procedimientos administrativos o de elaboración de disposiciones (artículo 134). 
En este sentido, sólo se señala que se podrá participará en aquellos procedimientos 
administrativos o de elaboración de disposiciones que “puedan afectarles, 
directamente o a través de asociaciones y organizaciones”. 
Finalmente, el mismo EAAnd, respecto a la iniciativa legislativa, prevé otras 
modalidades de consulta popular (sin especificarlas). Señala que será la ley quien 
regulará “las modalidades de consulta popular para asuntos de especial importancia 
para la Comunidad Autónoma en los términos previstos en el artículo 78” (art. 
111.3). Por lo tanto, podemos observar que establece como institución la consulta 
popular autonómica, la cual se encuentra a su vez incluida en la competencia 
exclusiva de consultas populares prevista por el art. 78 EAAnd. Sin embargo, en 
relación con el objeto de estas modalidades de consulta, nos encontramos ante un 
concepto jurídico indeterminado, puesto que éste serán todos aquellos asuntos de 
especial importancia para Andalucía. 
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4. Recapitulación 
Antes de proceder con el análisis de la normativa autonómica en materia de 
democracia participativa, queremos hacer una valoración global respecto a lo 
observado hasta ahora. 
En primer lugar, hemos visto que el marco de democracia estatal, establecido por la 
Constitución española e interpretado por el Tribunal Constitucional, se basa en la 
democracia representativa complementada, de forma excepcional, con instrumentos 
de democracia directa.  
Paralelamente, con el análisis de los Estatutos de Autonomía, hemos observado que, 
tanto a nivel de derechos y principios, de competencias e instituciones, los elementos 
de participación más desarrollados son aquellos considerados dentro de la 
democracia participativa, la cual encuentra su fundamento constitucional en el art. 
9.2 de la CE. Esto es, sin duda, fruto de la delimitación, por parte del Tribunal, de la 
participación política directa, a partir precisamente de la reforma del Estatuto catalán 
(en materia de consultas populares). 
Por ello, podemos confirmar que el modelo de democracia autonómico se encontrará 
también basado en la democracia representativa, complementado de forma 
excepcional con instrumentos de democracia directa. Sin embargo, faltará saber si, a 
diferencia del marco estatal, podemos confirmar que exista un marco autonómico 
que desarrolle en mayor medida elementos de democracia participativa, erigiéndose 
esta, a su vez, como complemento de la democracia representativa. Puesto que, a 
pesar de que la democracia participativa no forma parte del derecho fundamental de 
participación política, ésta está compuesta por manifestaciones del fenómeno 
participativo que facilitan y promueven el acceso de los ciudadanos al proceso de 
toma de decisiones públicas, estando legitimada constitucionalmente por el art. 9.2 
de la CE. 
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VI. Análisis comparado de la democracia participativa en el desarrollo 
legislativo autonómico 
Observada la situación autonómica de la participación a partir de las normas 
estatutarias, tanto a nivel de democracia directa como de democracia participativa, 
es momento de dar un paso hacia adelante. A pesar de que las Comunidades 
Autónomas han regulado en materia de participación política (por ejemplo, con el 
desarrollo de normativa autonómica en materia de iniciativa legislativa), 
centraremos la segunda fase de nuestro estudio en analizar la democracia 
participativa (derechos e instrumentos) desarrollada legislativamente a nivel 
autonómico
76
. El motivo de acotar de esta forma el objeto de estudio lo 
encontramos en las conclusiones extraídas anteriormente en relación con el marco 
constitucional de la democracia española. Como hemos visto, el modelo estatal 
actual delimita muy considerablemente el derecho fundamental de participación 
política, por lo que el margen de maniobra de desarrollo por parte de las 
Comunidades Autónomas se reduce, básicamente, a formas de democracia 
participativa, tanto de forma individual como colectiva
77
.  
En esta segunda fase del análisis centraremos nuestro estudio en aquellas normas 
que regulen la participación desarrolladas por las Comunidades Autónomas, hayan 
o no reformado sus respectivos estatutos. A pesar de que los estatutos de última 
generación han incidido en los derechos y principios ciudadanos (a nivel de la 
participación), encontramos comunidades, cuyos estatutos no han sido reformados 
recientemente, que han regulado también en materia de participación ciudadana 
(como sería el caso de Canarias, cuyo estatuto no ha sido reformado, pero sí que ha 
desarrollado normativa en materia de participación). 
                                                             
76
  En este sentido, no tendremos en consideración el derecho de petición ni el derecho a la iniciativa 
legislativa popular contenidos en la Ley valenciana 11/2008 (arts. 10 y 11),  Ley  canaria 5/2010 (arts. 
10 y 11) y en la Ley 2/2010 de Castilla y León (arts. 30-32, en relación con el derecho de petición). En 
lo que atañe a la iniciativa legislativa popular, ésta ha sido desarrollada por estas Comunidades 
Autónomas en sus respectivas leyes: Ley valenciana 5/1993, de 27 de diciembre; la Ley canaria 
10/1986, de 11 de diciembre; y la Ley de Castilla y León 4/2001, de 4 de julio. 
77
  A nivel colectivo, las normas autonómicas se refieren a las “entidades ciudadanas” que, en términos 
generales, se trata de personas jurídicas sin ánimo de lucro, a través de las cuales los ciudadanos 
pueden ejercer colectivamente la participación ciudadana. 
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El objetivo principal será observar si existe un común denominador en la 
legislación autonómica en materia de participación. Por otro lado, también nos 
centraremos en ver si alguna comunidad autónoma se distingue de las demás a nivel 
de democracia participativa. Esta comparación deberá permitirnos responder a 
nuestra cuestión principal: si existe un marco autonómico (o de una Comunidad 
Autónoma concreta) de participación diferenciado del estatal. 
El análisis lo acotaremos a aquellas formas participativas que permitan algún grado 
de participación por parte de los ciudadanos en la toma de decisiones. Por lo tanto, 
dejaremos al margen todos aquellos instrumentos orientados al acceso a la 
información y transparencia de la actividad administrativa y los mecanismos de 
buen gobierno que permiten la interacción entre la Administración y el ciudadano.  
Asimismo, hay que señalar que sólo nos centraremos en la normativa actual 
relacionada con la participación, sin entrar en el desarrollo de la democracia 
participativa a través del soft law o la no regulación, como señala CASTEL
78
. En 
este sentido, el mismo autor nos recuerda que la regulación legal de la participación 
ciudadana “se ha convertido en uno de los grandes debates en torno a las políticas 
de innovación democrática”. A pesar de que el soft law puede “ir abriendo camino a 
una futura actuación auténticamente jurídica del operador del hard law”79, debemos 
acotar nuestro objeto de estudio a normas de rango de ley, puesto que éstas pueden 
hacer realidad la participación ciudadana como un auténtico derecho subjetivo 
frente a la Administración, facilitando un marco autonómico de participación 
ciudadana mucho más estable. Como indica CASTEL, a pesar de que la participación 
no depende tanto de su reconocimiento jurídico, sino de la cultura democrática de 
los ciudadanos, “una legislación moderna y adaptada a las realidades actuales […] 
puede facilitar y fomentar una participación real y de calidad”80. 
1.  Análisis general de la normativa autonómica 
                                                             
78
  CASTEL, S. “Descentralización política, participación ciudadana y renovación jurídica: ¿Hacia una 
democracia participativa?”, en Revista Catalana de Dret Públic, Nº 43, 2011, págs. 279-316. Pág. 
290. 
79
  TUR, R. “Las leyes de participación ciudadana: las experiencias canaria y valenciana”, en Revista 
Aragonesa de Administración Pública, Monográfico XIV, 2013, págs. 203-232. Pág. 212. 
80
  CASTEL, S. “Descentralización política, participación ciudadana y renovación jurídica: ¿Hacia una 
democracia participativa?”, Cit., pág. 310. 
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1.1.  Ámbito material de las leyes 
En primer lugar, las leyes que regulan la participación ciudadana –a nivel de 
participación en el ámbito del Gobierno y la Administración (no del Parlamento)–, 
las clasificamos en dos categorías diferentes: las normas cuyo principal ámbito 
material es la regulación de la participación y, en segundo lugar, las normas que 
regulan la participación de forma secundaria (estas normas se centran en la 
transparencia y el buen gobierno). 
Con relación a la primera categoría, encontramos las normativas de las 
Comunidades Autónomas de la Comunidad Valenciana (Ley 11/2008, de 3 de julio, 
de participación ciudadana de la Comunitat Valenciana) y Canarias (Ley 5/2010, 
de 21 de junio, Canaria de Fomento a la Participación Ciudadana) que, a su vez, 
fueron las dos primeras normas que se aprobaron en materia de participación. 
Por otro lado, las siguientes leyes que se aprobaron han sido mucho más amplias, 
pues no sólo se refieren a la participación, sino que su objeto principal de desarrollo 
son la transparencia y el buen gobierno (o buena Administración). Se trata tanto de 
Castilla y León (Ley 2/2010, de 11 de marzo, de derechos de los ciudadanos en sus 
relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de gestión 
pública), las Islas Baleares (Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena 
Administración y del buen gobierno de las Illes Balears), Navarra (Ley Foral 
11/2012, de 21 de junio, de la Transparencia y del Gobierno Abierto) y 
Extremadura (Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura). 
Otro aspecto interesante es conocer el grado de detalle de la normativa. Por un lado, 
tanto en la Comunidad Valenciana como en Canarias, es la misma ley la que remite, 
en relación con los aspectos más concretos (requisitos, plazos, modalidades, 
funcionamiento, composición, etc.), al desarrollo reglamentario. La Comunidad 
Valenciana ya lo ha desarrollado, en el Decreto 79/2009, mientras que Canarias 
sigue sin tener reglamento que desarrolle los derechos e instrumentos de 
participación contemplados en la normativa autonómica. Las demás normativas no 
remiten en ningún momento al desarrollo reglamentario. No obstante, todas ellas 
necesitarán dicho desarrollo para llegar a concretar el contenido sobre participación 
establecido en cada una de ellas.  
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Tanto Castilla y León como las Islas Baleares –que tampoco han aprobado 
reglamentos en esta materia– desarrollan de forma muy general los derechos de 
participación, eludiendo cualquier contenido, aunque sea mínimo, en materia de 
instrumentos participativos. Las únicas referencias que encontramos son las 
siguientes. En el caso de Castilla y León, la norma señala que “la participación 
ciudadana se desarrollará a través de las audiencias, foros de consulta, paneles y 
demás instrumentos” (art. 28.3, Ley 2/2010). Las Islas Baleares se hallan en la 
misma línea: “con el fin de cumplir este derecho se fomentará el uso de 
instrumentos adecuados, como las encuestas, los sondeos o los paneles ciudadanos” 
(art. 6.2, Ley 4/2011). 
En comparación con el escaso desarrollo de la normativa castellana y balear, 
sobresale la norma foral, puesto que sí que prevé un mayor contenido en los 
instrumentos de participación y de los derechos. No obstante, este desarrollo no es 
suficiente para poner en práctica los procesos participativos correspondientes. De 
hecho, esta fue una de las críticas que recibió el Proyecto de ley en el debate previo 
a su votación, ya que el grupo parlamentario Bildu-Nafarroa consideraba que “los 
cauces de participación a los que alude esta ley, los foros de consulta, los paneles 
ciudadanos, los jurados ciudadanos, que podrían ser ejes de participación, adolecen, 
a nuestro entender, de una falta de concreción absoluta. Yo no me puedo imaginar 
cómo se pueden poner en marcha este tipo de mecanismos. La ley no da ningún tipo 
de concreción sobre estos cauces”81. Ciertamente, a pesar de que en comparación 
con las anteriores normas, ésta desarrolla en mayor medida la participación, es 
insuficiente para poner en práctica los derechos e instrumentos correspondientes sin 
la presencia de un posterior desarrollo reglamentario (que a día de hoy, aún no 
existe). 
Paralelamente, el detalle con el que se ha desarrollado la participación en la ley 
extremeña es también mínimo y escaso. Esta norma prevé varios derechos de 
participación, pero no los concreta mínimamente, sino que simplemente los 
enumera (art. 36.3, Ley 4/2013). Por otro lado, de los dos instrumentos de 
                                                             
81
  Declaraciones de la Sra. Ruiz Jaso (Portavoz del Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa, en el debate 
previo a la votación del Proyecto de Ley Foral de la Transparencia y del Gobierno Abierto. Para más 
detalle: Diario de Sesiones del Parlamento de Navarra, Sesión Plenaria nº 20, 14 de junio de 2012. 
Disponible en: <http://www.parlamentodenavarra.es/UserFiles/File/Diarios/Plen8026.pdf>. 
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participación que prevé, sólo establece las bases mínimas de uno de ellos, el 
Consejo Extremeño de Ciudadanos, cuyo precepto remite al desarrollo 
reglamentario (art. 38.3, Ley 4/2013). El otro instrumento, el debate público –
novedoso por ser la única normativa autonómica que lo contempla–, apenas se 
limita a explicar la función del mismo (art. 39, Ley 4/2013). 
Por último, otro elemento a destacar es el soporte que tuvieron estas normativas por 
parte de sus respectivas asambleas legislativas. Tanto Extremadura como Castilla y 
León
82
 aprobaron sus correspondientes leyes de forma unánime, mientras que las 
demás Comunidades Autónomas lo hicieron con mayoría absoluta
83
 per sin ningún 
voto en contra.  
1.2. El proceso de elaboración participado 
El proceso de elaboración de las diferentes normativas es otro elemento interesante 
a destacar. El objeto principal será observar si la ley que regula la participación la 
ha elaborado la propia asamblea autonómica o si ésta ha sido resultado de un 
proceso participativo ciudadano. Por lo tanto, veremos si la legitimación 
democrática proviene sólo del Parlamento o, si además, proviene, como indica TUR, 
“de la sociedad misma, mediante un proceso participado”84 [cursiva añadida]. 
En primer lugar, la norma de la Comunidad Valenciana no fue fruto de un proceso 
participativo. Contrariamente, las normas de Canarias, Castilla y León, 
Extremadura y Navarra, sí que contaron, en algún momento de la fase de su 
                                                             
82  El resultado de la votación de Extremadura fue el siguiente: presentes, 65; votos a favor, 65; ninguno 
en contra; ninguna abstención. Diario de Sesiones de la Asamblea de Extremadura, Sesión Plenaria nº 
51, 9 de mayo del 2013. 
Mientras que el resultado de Castilla y León, también unánime, fue de 77 votos emitidos, 77 a favor y 
ninguno en contra  ni ninguna abstención. Diario de Sesiones de las Cortes de Castilla y León, Sesión 
Plenaria, nº 88, 24 de febrero del 2010. 
83
  La aprobación de la ley de Navarra fue de 32 votos a favor, 15 en contra y 3 abstenciones. Diario de 
Sesiones del Parlamento de Navarra, Sesión Plenaria nº 20, 14 de junio del 2012.  
En relación a la ley valenciana, está fue aprobada por 48 votos a favor y 37 en contra. Diario de 
Sesiones de Les Corts Valencianes, Sesión Plenaria nº 47, 26 de junio de 2008. 
El resultado en Canarias fue de 29 votos a favor, ninguno en contra y 26 abstenciones. Mientras que 
en las Islas Baleares fue de 28 votos a favor, ninguno en contra y 27 abstenciones. Se pueden 
consultar los datos en el Diario de Sesiones del Parlamento de Canarias, Sesión Plenaria 
extraordinaria, nº 65,  9 de junio del 2010 y en el Diario de Sesiones del Parlament de les Illes 
Balears, Sesión Plenaria, nº 130, 22 de marzo del 2011. 
84
  TUR, R. “Las leyes de participación ciudadana: las experiencias canaria y valenciana”, Cit. Pág. 213. 
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elaboración, con la participación ciudadana. Respecto con la ley de las Islas 
Baleares, hay que subrayar que nos ha sido imposible observar si ésta fue resultado 
de algún proceso de participación ciudadana, por lo tanto, en relación con este 
análisis, debemos dejarla al margen. 
La mejor forma de aproximarnos a cada una de las leyes es realizándolo de forma 
cronológica. Por lo que, en primer lugar, veamos cómo se realizó el proceso de 
participación en la elaboración de la ley canaria
85
, aprobada en 2010. En este 
sentido, en marzo de 2008, se hizo público el Documento Abierto para el debate de 
la Ley y se iniciaron diferentes actividades para formar al personal técnico 
dinamizador del Gobierno. Seguidamente, se crearon los Grupos de Trabajo por 
niveles, para recibir las sugerencias y aportaciones y realizar reuniones con 
entidades ciudadanas. En último lugar, las aportaciones –tanto por parte de las 
Corporaciones locales como de la ciudadanía– se recibieron a través de diferentes 
medios: oralmente (en el transcurso de las reuniones), por escrito (en las mismas 
reuniones o por correo) y mediante las nuevas tecnologías (buzón de aportaciones, 
correo electrónico y foro). Observamos que, en este caso, se logró el objetivo 
inicial: que la participación ciudadana a nivel autonómico de Canarias se impulsara 
desde la propia experiencia de un proceso participativo. 
En segundo lugar, también Castilla y León
86
 incorporó a la ciudadanía antes de 
aprobar la que sería la ley de derechos de los ciudadanos frente a los poderes 
públicos y la Administración. Este proceso participativo lo llevó a cabo a través de 
la apertura del trámite de audiencia del Anteproyecto de Ley de Derechos de los 
Ciudadanos con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de 
Gestión Pública. En primer lugar, fue objeto de una amplia difusión y publicidad: 
mediante anuncio preceptivo en el Boletín Oficial de Castilla y León de 
sometimiento al trámite de información pública (para que cualquier pudiese realizar 
                                                             
85
  Fuente: Ibídem, pág. 214. 
86
  La fuente consultada sobre el proceso participativo seguido por Castilla y León ha sido la siguiente: 
Comunidad de Castilla y León, Consejo Económico y Social. Informe Previo sobre el Anteproyecto 
de Ley de Derechos de los Ciudadanos con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y 
de Gestión Pública [en línea], 8 de octubre de 2009, [Consulta: 20 enero 2013], pág. 7. Disponible en: 
<http://www.cescyl.es/pdf/informes/siteys/INFORME%20PREVIO%20DERECHOS%20CIUDADA
NOS.pdf>. 
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las alegaciones convenientes) y mediante la difusión a un gran número de entidades 
e instituciones para que también pudieran formular sugerencias y alegaciones. 
Por otro lado, la ley foral
87
 fue sometida previamente a un triple proceso de 
participación ciudadana. Antes de la publicación del Proyecto de ley, se abrió un 
proceso participativo mediante el I Foro sobre Gobierno Abierto (del 6 de 
septiembre de 2011) y diferentes mesas de participación
88
 (que se realizaron 
durante un año, desde su inicio, día 20 de octubre de 2011). Seguidamente, después 
de la publicación del texto base de la ley en el Portal de Navarra (en su sede 
electrónica), se abrió un segundo proceso participativo, que se prolongó durante 
aproximadamente un mes. Creemos que es interesante, por la disponibilidad de los 
datos, destacar que en este proceso participativo se recogieron, durante un mes, 54 
sugerencias, de las que 33 fueron incorporadas al borrador del Anteproyecto. Una 
vez confeccionado el borrador, éste se presentó públicamente para llevar a cabo el 
tercer proceso participativo, tanto a través de medios tradicionales como 
telemáticos. Finalmente, se realizaron en total 104 aportaciones (de las 24 
correspondieron a ciudadanos particulares y 80 a entidades, asociaciones y partidos 
políticos). 
En último lugar, la Mesa de la Asamblea de Extremadura
89
, previa solicitud 
conjunta de los grupos parlamentarios
90
, aprobó la creación de una Comisión no 
permanente de Estudio para la Elaboración de una Propuesta de Ley de Gobierno 
Abierto de Extremadura
91
. Por lo que, a diferencia de las demás Comunidades 
Autónomas, la norma extremeña fue fruto de una Proposición de ley, previo 
proceso participativo. Esta Comisión consideró crear un portal telemático, Open 
                                                             
87
  Los datos relativos a los procesos participativos de Navarra se han extraído de la hoja de ruta del 
Gobierno Abierto de Navarra [soporte electrónico], [consulta: 20 de enero de 2013]. Disponible en: 
<http://blog.gobiernoabierto.navarra.es/hojaderuta/hojaderuta.html>. 
88
  El funcionamiento de las mesas de participación se desarrolló en tres fases: la fase de propuestas y 
deliberación, la fase de información  y, por último, la fase de retorno y conclusiones. 
89
  La fuente consultada para extraer los datos ha sido la siguiente: Gobierno de Aragón, Aragón 
Participa. Extremadura aprueba la ley de gobierno abierto [en línea], 28 de mayo de 2013 [Consulta: 
20 enero 2013]. Disponible en: <http://aragonparticipa.aragon.es/index.php?option=com_actualidad&t 
ask=showDetails&id=1560&Itemid=64>. 
90
  Los grupos parlamentarios Popular-Extremadura Unida (PP-EU), Socialista (PSOE- Regionalistas) e 
Izquierda Unida (IU-Verdes-SIEx). 
91
  La Comisión se formó no sólo con  integrantes de los diferentes grupos parlamentarios, sino también 
personal de la Administración autonómica y expertos en materia de transparencia, gobierno abierto y 
participación ciudadana. 
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Government Extremadura, para trasladar a los ciudadanos todas las actividades que 
se estaban realizando en este sentido. Asimismo, este portal también abría la vía a 
la participación ciudadana, pudiendo el ciudadano establecer una comunicación 
directa y realizar sus aportaciones. 
De una forma u otra, la mayoría de las normas que regulan la participación 
ciudadana han contado con algún proceso participativo, ya sea a partir de un 
Proyecto de ley del Gobierno autonómico (Castilla y León y Navarra), de forma 
previa al Proyecto de ley (Canarias y también Navarra) o de una Proposición de ley 
(Extremadura). No obstante, ninguna de ellas ha previsto la posibilidad de que éstas 
sean sometidas a una monitorización. Es decir, a un control de la misma que 
permita revisarla, confirmarla o, en último extremo, derogarla. 
2.  La bidireccionalidad y unidireccionalidad de la participación 
ciudadana 
La democracia participativa permite el acceso de los ciudadanos, para que éstos 
puedan realizar aportaciones (individual o colectivamente) en el proceso de toma de 
decisiones públicas, mediante diferentes instrumentos, correspondiendo la decisión 
final a los poderes públicos. Observamos, por lo tanto, que estas aportaciones 
ciudadanas no son vinculantes. Aún así, creemos que es interesante conocer qué 
efectos originan éstas; es decir, si ante la recepción de las aportaciones ciudadanas 
los poderes públicos tienen alguna obligación al respecto.  
Por ello, hemos querido acoger la diferenciación realizada por MORI
92
, quien 
diferencia dos categorías de la participación ciudadana: la unidireccional y la 
bidireccional. La unidireccional sería la participación de los ciudadanos sin que 
exista una obligación o compromiso de la autoridad pública correspondiente de 
actuar de determinada forma en respuesta a las aportaciones realizadas. En relación 
con el modelo bidireccional, éste sería un modelo participativo en el que, “si bien la 
última palabra corresponde a la institución representativa (Parlamento y/o 
Gobierno), se trataría de tomar en consideración al tiempo a los actores implicados 
a través de un proceso deliberativo que envuelve, compromete y responsabiliza a la 
                                                             
92
  MORI, L. Immaginare pratiche democratiche. Pisa: Università degli Studi di Pisa, 2006. 
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autoridad pertinente”93. Por lo tanto, si partimos de la idea de que la democracia 
participativa debe ir más allá de las simples aportaciones ciudadanas en el proceso 
de toma de decisiones públicas –siendo ésta un conjunto de interacciones e 
intercambios entre los ciudadanos y los poderes públicos–, nos hallaríamos en el 
modelo bidireccional de la participación ciudadana. 
Siguiendo esta diferenciación, veamos seguidamente qué derechos e instrumentos 
contemplan las normas autonómicas relativas a la participación, con el fin de poder 
concluir si estamos ante un modelo autonómico unidireccional o bidireccional de la 
participación. 
2.1. Derechos y principios rectores de participación ciudadana 
En el primer apartado, relativo al análisis de los Estatutos de Autonomía, hemos 
observado que los derechos y principios han sido uno de los elementos más 
innovadores introducidos por los Estatutos reformados recientemente. En este 
sentido, ahora es interesante ver cómo desarrollan las normas autonómicas los 
derechos y principios rectores de participación, a nivel de democracia participativa, 
observando simultáneamente si prevén elementos de bidireccionalidad 
participativa.  
a) Derecho de iniciativa reglamentaria 
Este derecho no se contempla en ninguno de los Estatutos, a pesar de que alguno de 
ellos sí que prevé el derecho a participar en el procedimiento legislativo (sin mayor 
concreción)
94
. En este sentido, las normativas autonómicas que regulan el derecho a 
participar en la propuesta de iniciativa reglamentaria son las de Canarias (art. 12, 
Ley 5/2010), Navarra (art. 45, Ley 11/2012) y Extremadura (art. 41, Ley 4/2013). 
Los sujetos para presentar este tipo de iniciativas son los ciudadanos a título 
individual (la norma foral matiza que serán los ciudadanos residentes en la 
Comunidad), mientras que el contenido de las iniciativas deberá ser materia 
competente de la respectiva Comunidad Autónoma y que afecte a intereses y 
                                                             
93
  TUR, R. “Las leyes de participación ciudadana: las experiencias canaria y valenciana”, Cit. Pág. 222. 
94
  Se trata de los Estatutos siguientes: EAC (art. Art. 29.4), EAAnd (art. 113) y Aragón (art. 15.2). 
54 
 
derechos legítimos de los ciudadanos. Sin embargo, se prevén materias excluidas en 
las tres normas: aquellas materias que hayan sido excluidas por la regulación 
autonómica de iniciativa legislativa popular
95
. Por otro lado, para que la propuesta 
sea tenida en cuenta, ésta deberá cumplir unos requisitos mínimos: ir acompañada 
de una memoria justificativa (con los motivos por los que se aconseja tramitar y 
aprobar la iniciativa) y contar con el apoyo de un mínimo de firmas
96
. A pesar de 
que las normas contemplan los sujetos, el contenido (y sus respectivos límites) y los 
requisitos para presentar las iniciativas, consideramos que no están lo 
suficientemente detalladas, puesto que no contemplan el procedimiento a seguir 
para hacer efectivo este derecho. Faltará, por lo tanto, un desarrollo reglamentario 
posterior (que a día de hoy, aún no existe). 
En segundo lugar, tanto en Navarra como en Extremadura, se prevé el mismo 
elemento bidireccional: se “emitirá en el plazo de tres meses un informe que […] 
propondrá al órgano competente el inicio o no de su tramitación como proyecto de 
disposición reglamentaria” (arts. 45.4, Ley 11/2012 y 41.4, Ley 4/2013). La 
resolución que emita el órgano competente sobre la iniciativa, a su vez, deberá ser 
comunicada a los proponentes, quienes podrán interponer los recursos procedentes 
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  Ley Foral 3/1985, de 25 de marzo (art.2): a) Aquellas en que la Comunidad Foral carezca de 
competencia legislativa. b) Aquellas a que se refiere el artículo 19.3, de la Ley Orgánica 13/1982, de 
10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (Las materias que 
deban ser objeto de las leyes forales a las que se refiere el artículo 20,2, puesto que la iniciativa 
legislativa corresponde, con carácter exclusivo, a la Diputación Foral y a los parlamentarios). c) Las 
de naturaleza tributaria. d) Los Presupuestos y Cuentas Generales de Navarra. 
Ley de Canarias 10/1986, de 11 de diciembre (art. 2): 1. Las que no sean de competencia de la 
comunidad autónoma de canarias conforme al Estatuto de Autonomía. 2. Las de naturaleza 
presupuestaria, tributaria y las que afecten a la planificación general de la actividad económica. 3. Las 
que supongan una reforma del Estatuto de Autonomía. 4. Las relativas a la organización institucional 
de la comunidad autónoma. 5. El régimen electoral. 
Ley de Extremadura 7/1985, de 26 de noviembre (art. 2): 1. Las de materia presupuestaria y tributaria. 
2. La ordenación de las instituciones de créditos. 3. Las que afecten a la planificación económica 
general. 4. Las referidas al artículo 54 del Estatuto de Autonomía [relativo a los municipios y Concejo 
Abierto]. 
96
  Tanto Navarra como Extremadura fijan el mínimo en 2.000 firmas (arts. 45.3,  Ley 11/2012 y art. 
41.3, Ley 4/2013), mientras que Canarias lo fija en 15.000 firmas y el apoyo de tres entidades 
ciudadanas como mínimo (art. 12.2 b), Ley 5/2010). En comparación con el número mínimo de firmas 
requeridas para la iniciativa legislativa popular, Canarias fija el mismo mínimo: 15.000 firmas (o del 
50% de los electores de una circunscripción insular en aquellas iniciativas cuyo contenido afecte en 
exclusiva a un isla) (art. 3, Ley 101/1986). En cambio, en el caso de Navarra (art. 3.1, Ley foral 
14/2012) y Extremadura (art. 3, Ley 7/1985) el mínimo de firmas requerido para la ILP es superior al 
de la iniciativa reglamentaria: en Navarra es el 1% de los electores del censo autonómico (a día 
01/12/2013 el censo era de 473.354 electores, por lo que el mínimo estaría en 4.734 firmas); mientras 
que en Extremadura es del 5% de los electores (a día 01/12/2013 el censo era de 883.712, por lo que el 
mínimo de firmas se situaría aproximadamente en las 44.186).   
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si consideran que se les ha conculcado su derecho de propuesta o las garantías 
contempladas en las respectivas normativas para hacerlo efectivo. Por lo tanto, 
estamos ante una bidireccionalidad que va más allá de la respuesta a las 
aportaciones ciudadanas por parte de los poderes públicos correspondientes, puesto 
que los proponentes podrían, de nuevo, aportar sus consideraciones si considerasen 
que no se ha respetado su derecho de propuesta. 
Centrándonos en la norma canaria, no podemos afirmar que exista algún elemento 
bidireccional en este derecho, ya que no se contempla que la autoridad pública 
correspondiente deba responder, de una forma u otra, al proyecto de disposición 
reglamentaria presentado. Además, vemos que se establece un plazo de tres meses 
para valorar la propuesta, señalando que “al vencimiento de dicho plazo sin ordenar 
el inicio de su tramitación como proyecto de disposición reglamentaria, debe 
tenerse por denegada la iniciativa” (art. 12.3, Ley 5/2010), sin mencionar ningún 
deber por parte del órgano competente de informar y motivar la denegación de la 
iniciativa. 
b) Derecho de participación en la elaboración de Anteproyectos de Ley, 
disposiciones generales y planes y programas (generales y sectoriales) 
El derecho de participación en la elaboración de disposiciones de carácter general 
está contemplado tanto en la normativa navarra (art. 44, Ley 11/2012) como en la 
extremeña (arts. 36.3 b) y 40, Ley 4/2013). La Comunidad Valenciana lo prevé para 
la participación en la elaboración de proyectos de ley y en programas sectoriales 
(art. 12, Ley 11/2008); derecho que no estaba contemplado en el Estatuto de la 
Comunidad Valenciana (estatuto de última generación). Paralelamente, también 
Navarra y Extremadura prevén el derecho a participar en planes y programas pero 
de carácter general (art. 35, Ley 11/2012 y art. 36.3 a), Ley 4/2013, 
respectivamente). Es interesante que subrayemos que las Islas Baleares, a pesar de 
que reconocen en su Estatuto de Autonomía el derecho a participar en el 
procedimiento legislativo (art. 15 b), su normativa no prevé nada en este sentido. 
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La participación en los Anteproyectos de Ley
97
, prevista por la norma valenciana, 
contempla que los sujetos de este proceso participativo serán los ciudadanos. Éstos 
podrán desarrollarla a partir de los siguientes instrumentos y mecanismos: 
audiencia ciudadana, foros de consulta, paneles ciudadanos y jurados ciudadanos. 
Además, establece un límite: no se podrá participar en aquellos Anteproyectos de 
Ley que recaigan sobre materias excluidas por la normativa de la ILP
98
. 
En relación con la participación en la elaboración de disposiciones generales 
(prevista en la norma foral y extremeña), los sujetos también son los ciudadanos 
(aunque Extremadura prevé que también se pueda participar colectivamente), y este 
proceso participativo deberá realizarse en la fase anterior al trámite de audiencia o 
información pública (puesto que no las substituye). 
Respecto a los planes y programas generales, destacamos que la ley extremeña sólo 
declara el derecho de participación, pero no lo concreta. La norma que sí que lo 
desarrolla mínimamente es la de Navarra. En ella vemos que los ciudadanos podrán 
expresar observaciones y opiniones, en un periodo abierto de exposición pública (su 
duración no podrá ser inferior a un mes), a excepción de aquellos planes y 
programas cuyo contenido sea de carácter organizativo, procedimental o análogo, 
sobre los que se acuerde la tramitación o aprobación por razones de urgencia, los 
que tengan como único objetivo la seguridad pública, la protección civil en casos de 
emergencia o salvamento, y los que se rijan por una normativa específica en la que 
ya existan actos o trámites de audiencia o información pública (art. 35, Ley 
11/2012). 
Las tres normativas incorporan aspectos de bidireccionalidad, pero desde puntos de 
vista diferente. La Comunidad Valenciana prevé que el departamento competente 
en materia ciudadana deberá analizar “la conveniencia y viabilidad de la actuación 
                                                             
97
  También en relación con los planes sectoriales, ya que la norma valenciana no distingue entre ambos 
conceptos cuando regula este derecho. 
98
  Ley valenciana 5/1993, de 27 de diciembre (art. 3): 1. Aquellas que hagan referencia al título I del 
Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana y a la organización territorial de la misma. 2. Las 
que afecten a la organización institucional de la Generalidad, prevista en el título II del Estatuto de 
Autonomía. 3. Las de naturaleza tributaria y presupuestaria. 4. Las referidas a la planificación general 
de la actividad económica de la Comunidad. 5. Todas aquellas cuya competencia legislativa no 
corresponda a las Cortes Valencianas, o supongan una reforma del Estatuto de Autonomía.  
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propuesta y resolverá motivadamente, estableciendo, en su caso, la colaboración 
que prestará para su desarrollo” (art. 12, Ley 11/2008). Se trata, por lo tanto, de dar 
una respuesta motivada a las propuestas recibidas.  
Por otro lado, las Islas Baleares incorporan un elemento de bidireccionalidad en 
relación con la calidad normativa, pero con un carácter más impreciso que el 
anterior. Es decir, para iniciar el proceso de elaboración de anteproyectos de Ley, 
establece la obligación de presentar un análisis de impacto normativo junto con una 
memoria. Esta memoria deberá hacer referencia, entre otros aspectos, a “las 
acciones de consulta hechas y las acciones de participación ciudadana 
desarrolladas” (art. 42, Ley 4/2011).  
Donde los elementos de bidireccionalidad son más precisos es en la normativa de 
Navarra. En ella se dedica un precepto a las “garantías para la participación de la 
ciudadanía en la elaboración de determinados planes y programas de carácter 
general” (art. 35, Ley 11/2012). En él, se establece que la Administración Pública 
deberá garantizar lo siguiente: que los resultados de la participación sean tenidos en 
cuenta al adoptar las decisiones; que se informe a los ciudadanos de las decisiones 
adoptadas y los motivos y consideraciones en los que se basan las decisiones; y, en 
último lugar, se notifique personalmente una respuesta motivada al autor de las 
observaciones y opiniones. Por lo tanto, a diferencia del caso valenciano, no sólo se 
trata de dar respuesta motivada a las aportaciones ciudadanas, sino además de 
tenerlas en cuenta en la adopción de las decisiones, indicando los motivos y 
consideraciones de las mismas.  
Sin embargo, estas garantías se establecen para la participación en la elaboración de 
planes y programas, pero no para la elaboración de disposiciones de carácter 
general. En este sentido, la norma foral contempla que todas “las sugerencias o 
recomendaciones recibidas serán tenidas en cuenta por el órgano encargado de la 
redacción del texto del proyecto, que podrá asumirlas o rechazarlas, constando su 
actuación en un informe final que se publicará en el Portal del Gobierno de Navarra 
en Internet” (art. 44, Ley 11/2012). Vemos que, a diferencia de lo observado 
anteriormente,  respecto a la participación en la elaboración de disposiciones, sólo 
se contempla la obligación por parte del órgano correspondiente de emitir un 
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informe –en el que conste su actuación– que a su vez deberá hacerse público. No 
obstante, la misma normativa indica que deberá publicarse el resultado de los 
procesos participativos en un informe de participación y colaboración. A pesar de 
que no especifica en qué procesos participativos se deberá realizar, según la lectura 
que podemos realizar del precepto que lo regula (art. 48, Ley 11/2012), 
consideramos que se refiere a todos los procesos participativos contemplados en la 
norma foral. 
c) Derecho a formular sugerencias 
Este derecho tampoco lo contemplan ninguno de los Estatutos de Autonomía de 
última generación (ni tampoco los originarios)
99
.  
Las normativas que se refieren a este derecho son la de Canarias, Castilla y León, 
Navarra y Extremadura. Por un lado, Castilla y León establece que el derecho de 
sugerencia será en relación con los servicios públicos y a las actuaciones de la 
Administración (art. 29, Ley 2/2010). En segundo lugar, tanto Navarra como 
Extremadura prevén que no sólo se puedan formular sugerencias, sino también 
propuestas de actuación o de mejora. La diferencia entre ambas normativas es que, 
en el caso de Navarra, se prevé que el ámbito sean los servicios públicos (art. 46, 
Ley 11/2012), mientras que Extremadura no lo concreta (art. 36.3 f), Ley 4/2013). 
En tercer lugar, vemos que Canarias se refiere a este derecho con un contenido más 
amplio, puesto que no sólo abarca sugerencias o propuestas, sino también 
comentarios. Tampoco concreta el ámbito de las mismas, pero sí que señala que 
deberán ser de interés público y que éstas se podrán presentar individual o 
colectivamente. En último lugar, Castilla y León, en lugar de regular el derecho a 
formular sugerencias, contempla la posibilidad de formular quejas sobre el 
funcionamiento de los servicios públicos (arts. 23 y 24, Ley 2/2010). 
Por otra parte, refiriéndonos a la bidireccionalidad de la participación, sólo dos 
normas hacen mención de algún elemento. Castilla y León establece la obligación 
de los poderes públicos a dar respuesta en un plazo máximo de tres meses. Además, 
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  No obstante, como los demás derechos que estamos observando, quedaría incluido dentro del derecho 
genérico de participar en la vida política, económica, cultural y social, establecido por algunos de los 
Estatutos. EAAnd (art. 30.6), EAIB (art. 15.1), EACV (art. 9.4) y EAAr (art. 15.3). 
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de igual forma que prevé la ley foral, se establece que se deberá promover el 
reconocimiento público de aquellas iniciativas que hayan posibilitado una mejora 
de los servicios prestados (arts. 29.2, Ley 2/2010 y 46.2, Ley 11/2012).  
d) Derecho a ser consultado 
Nos encontramos ante el derecho de los ciudadanos a ser consultados de forma 
periódica sobre el grado de satisfacción con los servicios públicos y también, en 
aquellas actividades de la Administración, como prevén la normativa de Castilla y 
León (art. 27, Ley 2/2010) y de Navarra (art. 43.1, Ley 11/2012). Paralelamente, las 
Islas Baleares (art. 6.2, Ley 4/2011) y Extremadura (art. 37.2, Ley 4/2013) también 
incluyen este derecho (haciendo referencia sólo a la satisfacción de los servicios 
públicos).  
No obstante, de estas cuatro normas, sólo observamos indicios de participación 
bidireccional en la de las Islas Baleares y Extremadura. Hacemos referencia a 
indicios, ya que la única actuación que prevén por parte de los poderes públicos es 
la publicación de los resultados de las consultas en la sede electrónica 
correspondiente. 
e) Derecho para recabar la colaboración del gobierno autonómico en la 
realización de actividades ciudadanas 
Este derecho se prevé tanto en la norma valenciana (cuyo estatuto reformado no lo 
contempla), como en la norma canaria y en la navarra. Las tres se refieren a 
actividades ciudadanas sin ánimo de lucro relacionadas con la participación. La ley 
de la Comunidad Valenciana y la de Navarra prevén las formas para desarrollar esta 
colaboración: a partir del patrocinio, la cesión de bienes públicos, apoyo técnico, 
difusión  a través medios de comunicación (arts. 13, Ley 11/2008 y 47, Ley 
11/2012) y, como contempla también la norma foral, a partir de la otorgación de 
premios y menciones. Por otro lado, una última diferencia que se observa es que la 
norma navarra prevé, como requisito para ejercer este derecho, que se presente una 
memoria explicativa de la actuación que se pretende realizar. 
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Tanto Canarias como Navarra toman en consideración algún tipo de actuación por 
parte de los poderes públicos como respuesta a la solicitud de colaboración de los 
ciudadanos. De forma idéntica, se prevé que el departamento correspondiente 
“analizará la conveniencia y la viabilidad de la actuación propuesta y resolverá 
motivadamente, estableciendo, en su caso, la colaboración que prestará para su 
desarrollo” (arts. 11.2, Ley 11/2008 y 47.3, Ley 11/2012). 
f) Derecho de participación en las políticas públicas 
Este derecho está desarrollado en la regulación normativa de Castilla y León, 
Navarra y Extremadura. Respecto con estas últimas, sólo se prevé la participación 
en la fase de elaboración de las políticas públicas (arts. 42, Ley 11/2012 y 36.3 a), 
Ley 4/2013), mientras que Castilla y León la incorpora tanto en la fase de 
elaboración como en la de aplicación. Además, señala cuales serán los instrumentos 
para llevar a cabo esta participación: audiencias ciudadanas, foros, paneles 
ciudadanos, etc. (art. 28, Ley 2/2010), los cuales observaremos en el siguiente 
apartado. 
En relación con los elementos de bidireccionalidad, estos se contemplan en la fase 
de evaluación de las políticas públicas, pero sólo los observamos en el desarrollo 
normativo de Castilla y León y de las Islas Baleares. Ambas comunidades 
establecen que el contenido de la evaluación de las políticas públicas deberá 
contemplar el “grado de participación en la elaboración y desarrollo de la política” 
y la “opinión y valoración ciudadanos de las actuaciones desarrolladas” (arts. 58-
63, Ley 2/2010 y arts. 44-48, Ley 4/2011).   
2.2.  Instrumentos de participación ciudadana 
Los instrumentos de participación pueden ser analizados desde diferentes puntos de 
vista: el carácter estable o temporal del mecanismo, su composición, la periodicidad 
de las reuniones y atribuciones, el carácter territorial o sectorial, en función de los 
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sujetos participantes (individuos y/o colectivos), entre otros
100
. FONT distingue dos 
tipologías de instrumentos de participación: los mecanismos de consulta a las 
comunidades y los mecanismos deliberativos. Con el primero de ellos se refiere a 
instrumentos cuya finalidad es la interlocución y diálogo de forma permanente con 
los representantes de los grupos o comunidades más reconocibles. De este modo, 
vemos que se pretende sacar provecho al capital social que implica la existencia de 
colectivos ya organizados.  
Por otro lado, la otra tipología de mecanismos serían los deliberativos, los cuales 
“ponen su énfasis en la capacidad de reflexión y de diálogo de los ciudadanos 
comunes”, es decir, “éste conjunto de instrumentos intenta combatir 
prioritariamente las dudas sobre la capacidad de los ciudadanos de intervenir en la 
toma de decisiones”101, facilitando al ciudadano la información, el entorno y el 
tiempo necesario para que pueda participar en la toma de decisiones públicas. A su 
vez, dentro de estos mecanismos de deliberación, el autor diferencia aquellos 
basados solamente en el acceso a la información y la deliberación ciudadana y, por 
otro lado, los instrumentos que, a través de la selección aleatoria de los sujetos 
(ciudadanos o entidades) –siendo éstos una muestra representativa de la sociedad– 
posibilitan la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos. 
Sin embargo, esta clasificación deja fuera aquellos instrumentos que, simplemente, 
son una vía para que el ciudadano (o entidad ciudadana) pueda realizar las 
aportaciones oportunas relacionadas con un asunto público en concreto. Por lo 
tanto, de las dos tipologías de mecanismos de la clasificación observada, señalamos 
que nos centraremos en los mecanismos deliberativos (excepto en aquellos relativos 
al acceso a la información) y, por otro lado, también en aquellos otros mecanismos 
que permiten a los ciudadanos acceder, mediante su participación, a la toma de 
decisiones públicas. 
Por otro lado, la forma de aproximarnos a estos instrumentos será mediante la 
comparación de los mismos (según las previsiones contenidas en las diferentes 
normativas autonómicas) y, paralelamente, iremos observando los elementos 
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 FONT, J. “Nuevos mecanismos participativas y democracia participativa”, en Jornadas sobre 
democracia participativa (2003: Sarriko) [ponencia en línea]. UPV-EHU [Fecha de consulta: 21 de 
enero de 2014]. Disponible en: <http://www.partehartuz.org/textos_programas_03-04/joan_font.pdf>. 
101  Ibidem  
62 
 
bidireccionales que se observan en cada uno de ellos. No obstante, podemos 
entrever que la bidireccionalidad en la regulación de los instrumentos participativos 
es casi nula, a pesar de que, como veremos, alguna comunidad autónoma haga 
mención en algún momento. 
a) Audiencia ciudadana 
Este mecanismo de participación, que consiste en recabar la opinión y las 
propuestas de los ciudadanos sobre la actividad de la Administración (art. 8.1, Ley 
5/2010), está regulado tanto en la normativa de la Comunidad Valenciana como en 
la de Canarias. Sin embargo, ninguna de estas leyes (ni el Decreto valenciano 
76/2009) definen en qué consiste este instrumento. Por lo observado en las 
normativas, podríamos considerar que esta figura consiste en la apertura de un 
periodo de tiempo –en la fase de elaboración de programas, políticas, 
Anteproyectos de ley, etc.– en el que se permite que los ciudadanos participen 
aportando su opinión; estaríamos, por lo tanto, ante un instrumento de participación 
funcional. 
La Ley canaria 5/2010 (art. 8), establece que será un instrumento obligatorio para 
los programas o políticas de actuación sectorial, en su fase de elaboración (que no 
tengan ya trámite de información pública). A diferencia de la ley canaria, la 
valenciana contempla cómo deberá ser la composición del instrumento, el cual 
deberá incluir una representación de ciudadanos y Entidades Ciudadanas cuyos 
fines e intereses guarden relación directa con el objeto en cuestión (art. 18, Ley 
11/2008).  
De ambas comunidades autónomas, la única que hace mención de algún elemento 
de bidireccionalidad, es la Comunidad Valenciana, puesto que establece que “el 
resultado del proceso de audiencia ciudadana al que se halla sometido el 
Anteproyecto de Ley o el programa que defina políticas sectoriales se plasmará en 
un Informe de Participación Ciudadana” (art. 18, Ley 11/2008), que deberá incluir 
tanto los mecanismos de participación utilizados, el resultado del proceso 
participativa y la evaluación del órgano correspondiente, especificando las 
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sugerencias e iniciativas del proceso participativo que se hayan incorporado al 
texto. 
b) Foros de consulta 
Este instrumento, como señalan en términos generales las normas que lo regulan, 
consiste en debatir y analizar los efectos de una política pública. Podríamos 
definirlo como “grupo de ciudadanos y representantes de entidades ciudadanas 
convocados por la Administración para debatir y alcanzar conclusiones en tiempo 
real sobre cuestiones o políticas públicas”102. En este sentido, estamos ante un 
instrumento el cual no podemos considerarlo ni como participación funcional ni 
orgánica; se trataría de un híbrido de ambos. 
Está previsto en la normativa valenciana, canaria, navarra y extremeña (aunque esta 
la analizaremos de forma separada en el próximo instrumento). La ley canaria, a 
diferencia de las demás leyes, contempla también el uso de este instrumento en la 
fase de la elaboración de las políticas públicas. Un elemento que distingue a las 
diferentes leyes es la presencia de expertos en este instrumento participativo. Por un 
lado, la Comunidad Autónoma de Canarias indica que será necesaria la presencia 
de expertos (art. 21, Ley 5/2010, mientras que la Comunidad Valenciana señala que 
“se podrá dar participación a personas expertas en la materia, con el fin de dotarlos 
de mayor rigurosidad técnica y objetividad” (art. 19, Ley 11/2008). Navarra y 
Extremadura no contemplan nada al respecto. Por otro lado, tanto la norma canaria 
como la norma foral (art. 39, Ley 11/2012) y la norma extremeña (art. 38, Ley 
4/2013), prevén que este mecanismo de participación esté compuesto tanto por 
ciudadanos como por entidades ciudadanas.  
En lo que atañe a la bidireccionalidad de este instrumento, encontramos que tanto la 
Comunidad Valenciana como Canarias establecen que se deberá evaluar la 
eficiencia, calidad e impacto de los foros en los procesos que se someten a su 
consulta (arts. 19, Ley 11/2008 y 21, Ley 5/2010). Como veremos seguidamente, 
también la ley extremeña prevé la actuación de los poderes públicos respecto a las 
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  Esta definición la observamos en la “Guía de Participación ciudadana” de la Comunidad Valenciana. 
Disponible en: <http://www.vicepresidencia.gva.es/c/document_library/get_file?uuid=a0f9818e-e2d2-
4064-80b8-004561daefc1&groupId=168621>. 
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aportaciones realizadas en el Consejo Extremeño de Ciudadanos, pues establece 
que anualmente se presente un informe para que éste sea debatido en el Pleno. 
c)  Consejo Extremeño de Ciudadanos 
Este instrumento de participación, a pesar de que la misma norma extremeña lo 
considera como foro de consulta (art. 38, Ley 4/2013), no lo podemos considerar 
como tal, puesto que estamos ante un órgano permanente, vinculado a la Asamblea 
de Extremadura.  
Sus principales funciones son las siguientes. Por un lado, la de incentivar y 
promover debates sobre cuestiones de actualidad y de interés general (que sean de 
competencia autonómica). Paralelamente, también debe formular propuestas antes 
las instituciones y autoridades públicas extremeñas y, en tercer lugar, le 
corresponde ser uno de los garantes del cumplimiento efectivo del Título III de la 
Ley 4/2013 (relativo a la participación y colaboración ciudadanas). Asimismo, está 
compuesto tanto por colectivos como por ciudadanos (que deberán inscribirse 
previamente), pero la normativa no concreta cómo se formará el Consejo ni el 
número de personas y entidades que deberán formarlo. Como indica el artículo 
38.3, deberá haber un reglamento que desarrolle y defina el régimen interior y el 
funcionamiento del Consejo, así como los demás elementos que la ley no acaba de 
concretar.  
Además, a pesar de que no se trata de un órgano interno de la Administración, ya 
que éste se encuentra vinculado a la Asamblea, se establece que deberá contar con 
los medios técnicos, materiales y personas necesarios para poder ejercer sus 
funciones. Por lo tanto, nos encontramos ante un instrumento permanente de 
participación orgánica (aunque no consideramos que forme parte de la 
Administración), a diferencia de los otros instrumentos observados hasta ahora, 
mecanismos de participación funcional –desde fuera de la Administración, aunque 
hayan sido creados por la misma–. En este caso, estaríamos también ante un 
instrumento participativo de carácter híbrido, pero a diferencia de los foros de 
consulta, sí podemos considerar se trate de un órgano, no sólo por su carácter 
permanente, sino también porque la norma prevé que exista un régimen interior del 
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Consejo y los medios humanos, materiales y técnicos para poder desarrollar sus 
funciones. Nos hallamos ante un instrumento de participación orgánica pero situado 
fuera de la Administración; vinculado a la Asamblea legislativa. 
También es necesario remarcar la importancia de este Consejo, ya que refuerza la 
bidireccionalidad de la participación ciudadana. Anualmente, deberá elevar a la 
Mesa de la Asamblea un informe sobre el “grado de satisfacción de la ciudadanía 
con el efectivo cumplimiento de los principios de participación ciudadana por parte 
de las instituciones que integran el sector público al que se refiere esta Ley, 
estableciendo propuestas o sugerencias de mejora en dicho campo” (art. 38, Ley 
4/2013), para que se haga público y sea debatido en el Pleno. Por lo tanto, existe 
una obligación de respuesta por parte de los poderes públicos ante los diferentes 
procesos participativos que se realicen. 
d) Paneles ciudadanos 
Ninguna de las normas que prevén este instrumento lo definen mínimamente. No 
obstante, según FONT, el panel ciudadano es un instrumento participativo en el que 
se escoge “al azar a los representantes de determinado colectivo (pueden ser los 
jóvenes, un determinado distrito, etc.) y [los convierte] en foro de debate e 
interlocutor permanente de la administración para los temas que les afectan”103.  
La normativa autonómica que se refiere a este mecanismo de participación 
ciudadana, a través del cual la Administración realiza consultas sobre asuntos de 
interés público, es la de la Comunidad Valenciana (art. 20, Ley 11/2008 y arts. 36-
37, Decreto 76/2009), la de Canarias (art. 22, Ley 5/2010) y la de Navarra (art. 40, 
Ley 11/2012). Las tres normas tienen en común que le otorgan a este instrumento 
un carácter temporal. Por otro lado, en relación con la composición del mismo, 
observamos diferencias. La ley foral no fija un número mínimo en su composición, 
mientras que la ley valenciana establece un mínimo de siete ciudadanos y cinco 
entidades ciudadanas, y la ley canaria indica un mínimo de tres entidades (sin 
especificar un mínimo de ciudadanos). 
                                                             
103  FONT, J. “Nuevos mecanismos participativas y democracia participativa”. 
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Refiriéndonos a la bidireccionalidad de la participación, la norma de la Comunidad 
Valenciana (como establecía también para los foros de consulta) señala que “se 
evaluará la eficiencia en el funcionamiento de los paneles de consulta y la calidad 
de sus resultados” (art. 20.1, Ley 11/2008). Por el contrario, Canarias establece la 
misma obligación de evaluación para la Administración, pero sólo cuando ésta lo 
considere oportuno: “[se evaluará] cuando proceda, la productividad y calidad de 
los  resultados obtenidos a través de los paneles de consulta” (art. 22, Ley 5/2010) 
[cursiva añadida]. 
e) Jurados ciudadanos 
Estamos ante un instrumento participativo cuyo objetivo es valorar el resultado de 
iniciativas, programas de actuación y, como añade la norma foral, acciones y 
proyectos de la Administración (art. 41, Ley 11/2012). Además de Navarra, este 
mecanismo lo prevén también la Comunidad Valenciana (art. 21, Ley 11/2008 y 
arts. 38-39, Decreto 76/2009) y Canarias (art. 23, Ley 5/2010). Las tres normativas 
fijan como un número máximo para su composición: diez personas. Sin embargo, la 
norma foral señala que la mitad deberá corresponder a ciudadanos y la otra mitad a 
entidades ciudadanas, mientras que la norma valenciana no lo especifica. Si nos 
fijamos en  la  regulación de Canarias, vemos que esta prevé la participación de 
expertos, puesto que establece que de estos diez sujetos participantes, como 
máximo 1/3 serán personas expertas. 
Refiriéndonos a los elementos bidireccionales de este instrumento, volvemos a 
encontrar la obligación establecida por la norma valenciana (también para los 
demás instrumentos) de evaluación de la eficiencia en el funcionamiento de los 
jurados ciudadanos y la calidad de los resultados. Sin embargo, observamos un 
elemento no contemplado para los demás instrumentos, previsto también en la 
norma canaria: “el resultado de los jurados deberá incorporarse a los informes o 
memorias anuales” (art. 21, Ley 11/2008) de los diferentes órganos públicos 
responsables de las actuaciones. 
f) Otros instrumentos 
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Algunas de las regulaciones autonómicas incorporan otros instrumentos o, como en 
el caso de Canarias, dejan la puerta abierta a otros órganos de participación (art. 24, 
Ley 5/2010).  
La Comunidad Autónoma de Extremadura contempla el debate público
104
, que 
consiste en “debates entre los presidentes de los grupos parlamentarios y/o los 
diferentes integrantes de los mismos  […] abiertos a su participación tanto por otras 
fuerzas políticas y sociales representativas en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura como por los ciudadanos” (art. 39, Ley 4/2013). La norma extremeña 
apenas explica de forma general en qué consiste dicho instrumento, sin entrar a 
concretar cómo se llevará a cabo. 
Por otro lado, en el Decreto 76/2009, en el Capítulo VIII (relativo a otros 
instrumentos de participación ciudadana), la Comunidad Valenciana también 
desarrolla otros mecanismos participativos. No obstante, no podemos considerarlos 
a todos como instrumentos de participación, pues alguno de ellos es más bien un 
medio para la participación (como es el caso del art. 42, participación a través de la 
sede electrónica, las encuestas satisfacción, la participación electrónica y el análisis 
de necesidades).  
Los instrumentos a destacar previstos en la norma valenciana son los siguientes: los 
observatorios y las sesiones de preguntas y respuestas. El primero de ellos, los 
observatorios, son mecanismos de participación orgánica, puesto que son “órganos 
colegiados
105
 permanentes [creados por las Conselleries] para la consulta y el 
asesoramiento en materia de su competencia” (art. 40.1, Decreto 76/2009), 
                                                             
104  El origen del debate público lo encontramos en la región italiana de la Toscana. La Ley regional 
43/2013 (anteriormente ya se había previsto en la Ley regional, también de la Toscana, 69/2007, 
derogada el 21.12.12), señala que el debate público es un “proceso de información, de discusión 
pública y participación sobre obras, proyectos, intervenciones de especial trascendencia para la 
comunidad regional, en los ámbitos medioambiental, territorial, paisajístico, social, cultural y 
económico” (art. 7.1). En relación con esta cuestión: NICOLINI, M. “La nueva ley de la Región de 
Toscana sobre participación ciudadana en el ámbito regional y local”, en Revista Catalana de Dret 
Públic,[blog en línea], 23 de octubre de 2013, [Consulta 20/01/2013]. Disponible en: 
<http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/eapc-rcdp/2013/10/21/la-nueva-ley-de-la-region-de-toscana-
sobre-participacion-ciudadana-en-el-ambito-regional-y-local-matteo-nicolini/>. 
105
  Como prevé el art. 40.4, “el observatorio se regirá por sus propias normas de funcionamiento y por lo 
dispuesto, respecto de los órganos colegiados, en el título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”. 
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adscritos a la Conselleria correspondiente, cuyas funciones serán de estudio y 
asesoramiento. 
El segundo mecanismo consiste en organizar de forma periódica sesiones de 
preguntas y respuestas donde participarán los ciudadanos y entidades ciudadanas 
para conocer su opinión sobre cuestiones sectoriales (art. 44.1, Decreto 76/2009). 
Podrán ser convocadas por las Conselleries, organismos o instituciones 
dependientes de la Generalitat, siendo convocadas siempre con al menos 48 horas 
de antelación. 
e)  Consultas populares mediante votación: el caso catalán 
Hacemos especial mención, aunque de forma general, de los instrumentos de 
participación que, a pesar de estar previstos en una Proposición de ley aún en 
tramitación, la “Proposición de Ley de Consultas populares no referendarias de 
Cataluña”, creemos que es oportuno nombrarlos. Por un lado, se refiere a los foros 
de participación, pero no como instrumento, sino como “espacio o medio donde se 
realiza la consulta popular no referendaria, como las encuestas deliberativas, las 
audiencias públicas […] las jornadas de trabajo, las sesiones y talleres deliberativos 
o los consejos de participación” (art. 2 c); también en el artículo 1 prevé los debates 
públicos. Todos estos instrumentos sólo son mencionados en la Proposición; no los 
desarrolla. 
En segundo lugar, la Proposición de ley distingue dos modalidades de consulta 
popular: la “consulta popular no referendaria” y la “consulta popular no 
referendaria mediante votación”. En el primer caso, se trata de una convocatoria a 
“la ciudadanía, a organizaciones civiles o a representantes de la diversidad social 
que tenga por objeto recoger posicionamientos, opiniones, preferencias o 
información” (art. 2 a). En relación con las que “consultas populares no 
referendarias mediante votación”, éstas son convocadas por un poder público y 
dirigidas “a la población para que manifieste su opinión sobre una determinada 
actuación o política pública, mediante voto libre, directo y secreto, realizado de 
acuerdo con los preceptos de esta Ley, sin utilizar la vía de referéndum” (art. 2 b). 
El objeto de este segundo instrumento, en términos generales, podrá contener una o 
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más preguntas, formuladas de forma clara e inequívoca, para que la respuesta pueda 
ser afirmativa, negativo o en blanco. Los efectos de esta votación no serán 
vinculantes jurídicamente, pero como indica la Proposición de ley (art. 16), el 
órgano convocante deberá de pronunciarse sobre su incidencia en la actuación 
pública sometida a consulta (en un plazo máximo de dos meses). La misma 
Proposición de Ley prevé que las consultas populares (se entiende que cualquier de 
las dos modalidades, puesto que no lo concreta) podrán ser convocadas por 
personas físicas o jurídicas, siempre que sean de “interés general” y tengan el apoyo 
de un mínimo de 50.000 firmas (art. 17 y 22). 
Otra cuestión será, en la que ahora no nos detendremos, si esta nueva figura de 
participación que contempla la proposición de ley catalana –la consulta popular no 
referendaria mediante votación– es conforme constitucionalmente. Según 
CASTELLÀ, “todo parece indicar que el objetivo principal de la norma es regular un 
instrumento jurídico que posibilite el ejercicio legal del derecho a decidir”106. No 
obstante, en la Exposición de motivos de la Proposición, el objeto de las consultas 
se limita a “cuestiones políticas de trascendencia especial para la ciudadanía en el 
ámbito de las competencias de la Generalitat de Cataluña”, entre las cuales no se 
hallaría el supuesto derecho a decidir. Vemos que esta figura intermedia entre el 
referéndum consultivo autonómico y las demás figuras participativas, ha sido la vía 
tomada políticamente. Por ello, lo verdaderamente importante será conocer, sea 
cual sea la intención del legislador catalán en esta materia (lo cual no implica que 
no sea relevante), si constitucionalmente puede tener lugar este refrendo informal o 
de segunda categoría. 
3. Recapitulación 
Observados los diferentes derechos e instrumentos de participación ciudadana, 
procedemos a realizar una valoración final de los mismos, especialmente respecto a 
la unidireccionalidad y bidireccionalidad de la participación autonómica. 
                                                             
106
  CASTELLÀ, J.M. “Consultas populares no referendarias en Cataluña. ¿Es admisible 
constitucionalmente un tertium genus entre referéndum e instituciones de participación ciudadana? en 
Revista Aragonesa de Administración Pública, Monográfico XIV, 2013, págs.121-155. Pág. 143. 
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En primer lugar, en relación con la participación bidireccional, podríamos 
considerar que existen elementos de bidireccionalidad débil y otros de 
bidireccionalidad fuerte. Los primeros serían, por ejemplo, aquellos que sólo 
contemplan la obligación por parte de los poderes públicos de evaluar la eficiencia 
del funcionamiento del proceso participativo y la calidad de los resultados (como 
sucede, por ejemplo, con los jurados ciudadanos y paneles ciudadanos 
contemplados en la norma valenciana) o, por otro lado, la simple obligación de 
publicar los resultados de las consultas (como sucede con el derecho a ser 
consultado previsto en la normativa de las Islas Baleares y de Extremadura). 
Respecto a los de bidireccionalidad fuerte, encontraríamos aquellos que implican 
una respuesta directa de los poderes públicos a los sujetos que han realizado las 
aportaciones correspondientes (como sería el caso, por ejemplo, de la iniciativa 
reglamentaria en la ley de Extremadura y de Navarra). Por lo tanto, la participación 
bidireccional débil es aquella que contempla una respuesta de los poderes públicos 
a nivel general (ya sea la publicación o la evaluación de los procesos 
participativos), mientras que en la fuerte hallamos el compromiso u obligación, por 
parte de la autoridad pública correspondiente, de responder directamente a los 
sujetos de las aportaciones participativas. 
A pesar de que gran parte del desarrollo normativo autonómico en materia de 
participación sigue una línea bastante unidireccional, algunas Comunidades 
Autónomas destacan por incorporar elementos que favorecen y promueven, con 
mayor o menor intensidad, la bidireccionalidad de la participación. En este sentido, 
casualmente, las normas que contienen referencias bidireccionales a nivel de 
instrumentos participativos, son las dos primeras que se aprobaron (la valenciana y 
la canaria). Estas son las únicas leyes que regulan exclusivamente la participación 
ciudadana. Por otro lado, las dos Comunidades Autónomas que se encuentran más 
en la línea de la bidireccionalidad (en comparación con las demás normas), son la 
dos últimas, cuyas normativas fueron aprobadas más recientemente: Navarra y 
Extremadura.  
Respecto a las primeras, la Comunidad Valenciana y Canarias son las que prevén 
algún tipo de obligación de actuación o respuesta de los poderes públicos ante las 
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aportaciones ciudadanas, con relación a los instrumentos de participación. No 
obstante, como hemos señalado anteriormente, se trata de elementos de 
bidireccionalidad débil, puesto que en la mayoría de los casos se limitan a 
establecer la evaluación de la eficiencia del funcionamiento del instrumento en 
cuestión y la calidad de los resultados (principalmente se observa en los foros de 
consulta, paneles ciudadanos y jurados ciudadanos).  
Por otro lado, en lo que atañe a los instrumentos participativos, no encontramos 
ninguna referencia bidireccional en la normativa de Navarra y Extremadura. No 
obstante, en el caso de Navarra ponemos de relieve que prevé un informe de 
participación y colaboración en el que se deberá plasmar el resultado de los 
procesos participativos. Por lo tanto, vemos que esta normativa introduce un 
elemento de bidireccionalidad para todos los procesos de participación que se 
lleven a cabo. 
Tanto Navarra como Extremadura, contemplan formas de bidireccionalidad en 
otros procesos participativos, como es el caso de la iniciativa reglamentaria, en el 
que ambas normas prevén que se emita un informe (en el que se proponga el inicio 
o no de la tramitación de la iniciativa) y, seguidamente, la necesidad de que la 
resolución sea comunicada a los proponentes para que puedan interponer los 
recursos procedentes. Podríamos decir que en este caso el ciudadano tiene una 
segunda oportunidad para expresarse.  
Otro elemento a destacar, ahora referente solamente al desarrollo normativo 
realizado por Navarra, es el precepto en el que se establecen las “garantías para la 
participación ciudadana en la elaboración de determinados planes y programas de 
carácter general” (art. 35, Ley 11/2012). Lo interesante de este artículo son las 
garantías para la participación (por las que los poderes públicos quedan 
obligados), en las que se incluye: que los resultados de la participación sean tenidos 
en cuenta al adoptar las decisiones, teniendo que informar y motivar a los 
ciudadanos las decisiones adoptadas, así como notificando directamente una 
respuesta justificada a los autores de las aportaciones. Podemos ver que todas estas 
garantías favorecen la bidireccionalidad de la participación.   
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En último lugar, también Extremadura prevé otro instrumento que va en favor de 
una mayor participación bidireccional: el Consejo Extremeño de Ciudadanos. La 
importancia de este instrumento orgánico de participación se encuentra en su 
carácter permanente y general (cualquier asunto de interés público para la 
comunidad autónoma) y la obligación de realizar un informe anual sobre la 
participación ciudadana, teniendo que ser publicado y debatido en el Pleno.  
Por lo tanto, concluimos que las normas de las comunidades autónomas de Castilla 
y León y las Islas Canarias formarían parte del modelo unidireccional de la 
participación. En cambio, la Comunidad Valenciana y Canarias, a pesar de estar 
orientadas también en la unidireccionalidad, prevén en la regulación de los 
instrumentos elementos que favorecen de forma débil la bidireccionalidad. En 
último lugar, las normas que potencian en mayor medida y profundizan en la 
participación bidireccional –fomentando una respuesta (de una forma u otra) de los 
poderes públicos ante las aportaciones ciudadanas–, son las de Navarra y 
Extremadura, aprobadas recientemente. 
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VII. Conclusiones 
El marco estatal de democracia en España, como hemos observado en apartados 
precedentes, se basa en la democracia representativa como norma general, 
complementada por instrumentos de democracia directa y semidirecta previstos de 
forma expresa en la Constitución (referéndum, iniciativa legislativa popular y concejo 
abierto). No obstante, el mismo Tribunal Constitucional ha admitido la posibilidad de ampliar 
estos instrumentos de participación directa y semidirecta: “aunque se admitiera que la ley puede 
ampliar los casos de participación directa, los supuestos deberían de ser, en todo caso, 
excepcionales” (STC 119/1995, FJ 3). La participación política directa es necesaria en un 
Estado democrático como el nuestro, pero nunca será substituta de la democracia 
representativa. Por lo tanto, a pesar de que la Constitución (art. 9.2 y 23.1 CE) 
contemple principalmente la participación de los ciudadanos a través de sus 
representantes y complementariamente instrumentos de participación directa, a la luz 
del Alto Tribunal, estamos ante un modelo representativo y, de forma residual y 
excepcional, complementado con la participación directa en los asuntos públicos.  
Por otra parte, otra cuestión importante a destacar es el referéndum autonómico: ¿es éste 
posible constitucionalmente? La respuesta a este planteamiento es esencial, puesto que 
una contestación negativa implicaría reducir los instrumentos de participación política 
directa, a nivel autonómico, a la institución de democracia semidirecta de la iniciativa 
legislativa popular. Creemos que es interesante recordar la evolución de la 
jurisprudencia constitucional en relación con este asunto. En primer lugar, con la 
sentencia 103/2008, el Tribunal Constitucional consideró que, para poder convocar un 
referéndum, éste debía estar previsto en las normas del Estado, incluyendo los Estatutos 
de Autonomía. Además, como el único título competencial previsto en la Constitución 
en materia de consultas populares es el artículo 149.1.32, referente a la autorización de 
la convocatoria, sería factible este tipo referéndum si la autorización de la convocatoria 
la realizara el Estado. Por lo tanto, parecía posible, en aquel momento, la existencia del 
referéndum autonómico siempre y cuando éste estuviese previsto en el Estatuto de 
Autonomía y la autorización fuese reservada al Estado.  
Sin embargo, con la sentencia 31/2010, el Alto Tribunal declara que la competencia 
exclusiva del Estado recogida en el art. 149.1.32 de la CE no sólo se refiere a la 
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autorización, sino a la institución del referéndum en su integridad. Además, señala que 
la única ley adecuada para la reserva contenida en el artículo 81 de la CE (el desarrollo 
de los derechos fundamentales), es la LO 2/1980 y, asimismo, dicha ley es la llamada 
constitucionalmente para regular las condiciones y modalidades de referéndum. Sin 
embargo, como hemos visto anteriormente, la LOREG también desarrolla el derecho de 
participación directa, por lo que la LORMR no es la única ley que lo desarrolla. Además, 
también hemos observado que la Ley orgánica de desarrollo de un derecho fundamental no 
agota la legislación de la materia en cuestión, como sucede con la iniciativa legislativa popular. 
A pesar de estas críticas a la argumentación del Tribunal, concluimos que la presencia 
de la figura del referéndum en el marco autonómico requerirá que la LORMR regule 
esta modalidad y que el Estatuto de Autonomía mencione el referéndum como 
competencia autonómica. 
Por otro lado, el referéndum sólo es un tipo de consulta popular. No obstante, es la 
única que es contenido del derecho fundamental de participación política. El mismo 
Tribunal Constitucional ha admitido la existencia de otras formas de participación en 
los asuntos públicos (STC 51/1984), pero quedando al margen de este derecho 
fundamental: los instrumentos de democracia participativa. 
Por lo tanto, el modelo autonómico de democracia se basa (de igual forma que el 
modelo estatal), en la democracia representativa pero complementada sólo con el 
instrumento de democracia semidirecta de la iniciativa legislativa popular (y el 
referéndum de reforma de los Estatutos), con la posibilidad constitucional de la 
existencia del referéndum autonómico, aún por desarrollar y, en tercer lugar, en figuras 
de democracia participativa. 
De hecho, el análisis de los Estatutos de Autonomía nos ha confirmado que el modelo 
autonómico se centra, en mayor medida, en elementos de democracia participativa, 
tanto a nivel de principios y derechos, como de competencias e instituciones. En 
cambio, en materia de democracia directa, en términos generales los Estatutos 
reproducen lo establecido ya a nivel estatal. No obstante, no podemos obviar la 
complejidad aportada por parte de alguno de los Estatutos (especialmente el catalán) en 
materia de consultas populares. En lo que atañe a este instrumento, a la luz de la 
jurisprudencia constitucional, recordamos que no incluye la institución del referéndum 
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y, a su vez, tampoco puede ser considerada como competencia exclusiva de las 
Comunidades Autónomas (tanto por el art. 149.1.18ª como el art. 149.1.1 de la CE). 
En este sentido, queremos realizar un inciso para referirnos a otra cuestión interesante: 
la cabida constitucional de consultas populares, denominadas como referendos 
informales o  de segunda categoría, previstas en la “Proposición de ley de consultas 
populares no referendarias y participación ciudadana de Cataluña”. En ella se prevé un 
tipo de consulta mediante el voto pero sin las garantías y el procedimiento del régimen 
electoral, sobre “cuestiones políticas de trascendencia especial para la ciudadanía en el 
ámbito de las competencias de la Generalitat de Cataluña” (Exposición de motivos). 
Este objeto señalado en la Proposición de Ley catalana nos recuerda un aspecto 
regulado en el Estatuto de Autonomía de Andalucía, cuando éste se refiere a otras 
modalidades de consulta popular, señalando que “la ley regulará las modalidades de 
consulta popular para asuntos de especial importancia para la Comunidad Autónoma...” 
(art.111.3 EAAnd). Sin embargo, esta Comunidad Autónoma no ha desarrollado aún 
este precepto, por lo que se desconoce si en él podría tener lugar algún tipo de consulta 
similar a la planteada por Cataluña. Sea como sea, debemos concluir que, en materia de 
consultas populares, el Tribunal ha dejado claro que éstas se encuentran fuera del 
derecho de participación política (a excepción del referéndum). Ahora faltará conocer si 
constitucionalmente es posible esta vía intermedia propuesta por el legislador catalán, 
asunto sobre el cual a día de hoy aún no se ha pronunciado el Tribunal Constitucional. 
Asimismo, respecto al análisis legislativo realizado sobre las figuras de democracia 
participativa a nivel autonómico, creemos interesante realizar varias consideraciones. 
Por un lado, hemos visto que el hecho de que los Estatutos más recientes incorporen una 
Carta de derechos (y otros elementos en materia de participación) no significa que, a su 
vez, los hayan desarrollado normativamente: sólo dos de los estatutos de última 
generación han legislado en materia de participación (Comunidad Valenciana y 
Extremadura). Precisamente, Extremadura es la Comunidad Autónoma que menos 
elementos participativos incorpora en su nuevo Estatuto. De hecho, respecto a la 
participación, sólo contempla instituciones de democracia directa: la iniciativa 
legislativa popular (art. 23.4) y el referéndum de reforma del Estatuto (art. 91). 
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Por otra parte, las primeras Comunidades Autónomas en desarrollar la participación  
ciudadana fueron la Comunidad Valenciana y Canarias, elaborado normas específicas 
sobre participación. Por el contrario, las demás Comunidades Autónomas lo han hecho 
a partir de legislaciones mucho más amplias. La mayoría de ellas, centradas en la 
transparencia y el bueno gobierno, dedican apenas un capítulo a la participación 
(indicando de forma general los derechos e instrumentos de participación).  
En este sentido, gran parte del desarrollo normativo autonómico sigue una línea bastante 
unidireccional de la participación. Es decir, las normativas prevén la participación en los 
asuntos públicos pero sin que esto implique un compromiso de respuesta por parte de 
los poderes públicos. No obstante, tanto la Comunidad Valenciana como Canarias 
contemplan elementos de bidireccionalidad, aunque sólo en relación con los 
instrumentos participativos. Sin embargo, las Comunidades Autónomas que desarrollan 
en mayor medida la participación bidireccional son Navarra y Extremadura (las últimas 
normas aprobadas), puesto que prevén un compromiso de respuesta de los poderes 
públicos a nivel general, lo cual favorece que la participación puede ser más efectiva. 
En el caso de Navarra, se prevén varias garantías de la participación: que los resultados 
sean tenidos en cuenta al adoptar las decisiones, la obligación de informar y motivar a 
los ciudadanos las decisiones adoptadas y la notificación a los autores de las 
aportaciones de una respuesta justificada. En cambio, el instrumento de la norma 
extremeña que favorece la bidireccionalidad es el Consejo Extremeño de Ciudadanos. 
Se trata de una participación orgánica que establece, entre otras funciones, la obligación 
de realizar un informe anual sobre la participación ciudadana para que sea debatido en 
el Pleno de la Asamblea autonómica. 
Por lo tanto, en lo que atañe a la democracia participativa, las normas autonómicas 
regulan en términos generales derechos e instrumentos de participación, con la 
necesidad de un posterior desarrollo reglamentario, que a día de hoy sólo ha realizado la 
Comunidad Valenciana. La tendencia general es la regulación de la participación de 
forma unidireccional, aunque observamos que dos Comunidades Autónomas 
(Extremadura y Navarra) se diferencian de las demás por seguir una línea más 
bidireccional. 
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Por otro lado, es cierto que anteriormente ya existía legislación que contemplase la 
participación en el procedimiento administrativo (la Ley 30/1992), como es el caso de la 
información pública o la audiencia (art. 84, Ley 30/1992), y los derechos del 
administrado, de los que destacamos el derecho de acceso a la información pública, 
archivos y registros y el derecho a formular y aportar documentos en cualquier fase del 
procedimiento anterior al trámite de audiencia (art. 35, Ley 30/1992). Respecto a esta 
legislación, la normativa autonómica reciente que hemos analizado introduce cambios 
importantes: se abre la participación a todas las personas (tengan o no la condición de 
interesado), se reconocen nuevos derechos participativos y se crean nuevos 
instrumentos de participación (también, en relación con el acceso a la información 
pública, a pesar de emplearse el mismo concepto, las nuevas regulaciones lo dotan de un 
contenido mucho más amplio; más allá del procedimiento administrativo). Además, se 
amplía el ámbito de participación, puesto que ésta no sólo se desarrolla en 
procedimientos administrativos; también se prevé en la iniciativa reglamentaria, en la 
elaboración de Anteproyectos de ley (disposiciones generales, programas, etc.) y 
políticas públicas o en la colaboración de la colaboración del gobierno en actividades 
ciudadanas. De hecho, hay normas que mencionan las diferentes fases de participación 
(audiencia e información pública) previstas en el procedimiento administrativo, como, 
por ejemplo, las normativas que prevén la participación en la elaboración de 
disposiciones generales (Extremadura y Navarra), las cuales señalan que este proceso 
participativo deberá realizarse en la fase anterior al trámite de audiencia o información 
pública. Por lo tanto, podríamos considerar que la nueva regulación en materia de 
participación ciudadana desadministraliza la participación. Es decir, se pasa de una 
participación como interesado en el procedimiento administrativo, a una participación 
abierta a todas las personas y en un ámbito más amplio.  
Finalmente, concluimos, confirmando nuestra hipótesis inicial, que no podemos afirmar 
que exista un submodelo de forma de ejercicio de democracia particular a nivel 
autonómico. No obstante, se observan indicios suficientes –a partir de lo observado en 
el análisis normativo– que nos muestran una incipiente diferencia entre el modelo 
estatal de democracia y un futuro submodelo autonómico: la democracia participativa. 
A día de hoy no podemos considerar que exista un modelo diferenciado del estatal. Sin 
embargo, se vislumbra que, en un futuro, pueda existir este modelo diferenciado; todo 
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dependerá del desarrollo, la aplicación y efectividad de las figuras y derechos de 
democracia participativa regulada a nivel autonómico. 
Antes de finalizar, queremos referirnos a la participación social, puesto que 
consideramos que es un ámbito aún por desarrollar en materia de participación 
ciudadana. Hemos observado que algunas Comunidades Autónomas, en sus Estatutos, 
han reconocido el protagonismo de la sociedad para la realización de fines públicos y 
sociales. En este sentido, creemos que sería interesante conocer qué sucede con la 
participación ciudadana cuando las decisiones sobre funciones públicas dejan de 
tomarse desde el Estado y pasan a tomarse desde la sociedad. En esta línea se encuentra 
el artículo 71.35ª del EAAr cuando incorpora como competencia exclusiva el 
voluntariado social. En él se establece el fomento de la participación social en 
actuaciones organizadas por parte de entidades públicas o privadas (sin ánimo de lucro). 
Encontraríamos en esta situación, por ejemplo, el ámbito de la asistencia social, función 
pública que hasta ahora el Estado del Bienestar había desarrollado pero que, cada vez 
más, está pasando a manos de la sociedad. 
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